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1. Presupuestos constitucionales del patrimonio 
histórico español 
El artículo 46 de la Constitución y la Ley del Patrimonio 
histórico espariol de 1985 
El artículo 46 de la Constitución espariola de 1978 (inserto en el ca-
pítulo III del título I: «De los principios rectores de la política social y 
económica») dispone: 
«Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el en-
riquecimiento del Patrimonio histórico, cultural y artístico de Esparia y de 
los pueblos que la integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su 
titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio». 
Encomienda que halló su plasmación legislativa en la Ley 16/1985, 
de 25 de junio, del Patrimonio histórico español (en adelante, LPHE), y 
cuyo dictado obedeció, según puede leerse en su preámbulo, al designio 
de lograr estos tres objetivos, a saber: superar la dispersión normativa a 
que, desde la promulgación de la Ley de 13 de mayo de 1933, sobre de-
fensa, conservación y acrecentamiento del Patrimonio histórico-artístico 
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	nacional, condujo en este sector del ordenamiento jurídico la introduc- 
ción de diversas fórmulas con las que afrontar situaciones no previstas o 
inexistentes en 1933; la incorporación a la legislación interna de los 
nuevos criterios para la protección y conservación de los bienes históri-
cos y culturales adoptados por los organismos representativos de la co-
munidad internacional y plasmados en numerosas convenciones y reco-
mendaciones suscritas y observadas por Esparia; y, en tercer lugar, dar 
respuesta a la necesaria distribución de competencias entre el Estado y 
las comunidades autónomas (preámbulo, III). 
En esta tesitura, la LPHE, verdadero código de nuestro Patrimonio his-
tórico, consagra, en línea con la concepción italiana de los bienes cultu-
rales que alumbrara a mediados de los sesenta la llamada Comisión 
FRANCESCHINI y teorizara en 1976 Massimo Severo Giannini, «una 
nueva definición de patrimonio histórico y amplía notablemente su ex-
tensión» (preámbulo, al comprender, siempre según los términos 
del preámbulo LPHE, «los bienes muebles e inmuebles que lo constitu-
yen, el Patrimonio arqueológico y el etnográfico, los museos, archivos y 
bibliotecas de titularidad estatal, así como el Patrimonio documental y 
bibliográfico»; buscando, en suma, «asegurar la protección y fomentar la 
cultura material debida a la acción del hombre en sentido amplio, y con-
cibe aquélla como un conjunto de bienes que en sí mismos han de ser 
apreciados, sin establecer limitaciones derivadas de su propiedad, uso, 
antigüedad o valor económico» (preámbulo, IV), en línea, así, con la ca-
racterización de su objeto, el ahora rotulado como Patrimonio histórico 
español, como «principal testigo de la contribución histórica de los es-
pañoles a la civilización universal y de su capacidad creativa contempo-
ránea». 
El reparto competencial entre el Estado y las comunidades 
autónomas en materia de Patrimonio histórico 
Como se ha señalado, una de las razones que estuvieron en la base de 
la revisión de la legislación de los bienes históricos fue, precisamente, la 
acomodación del marco normativo anterior a 1985 a los criterios de re-
parto competencial entre el Estado y las comunidades autónomas. Unos 
criterios que, en lo sustancial, se desprenden de dos textos (amén del art. 
149.2 C.E., expresamente citado, junto con los arts. 44, 46, 149.1.1 y 
149.1.28 del texto constitucional, por el art. 2.1 LPHE, en cuanto funda-
mento de la competencia del Estado en este ámbito, en cuya virtud, y sin 
perjuicio de las competencias que puedan asumir las comunidades autó-
nomas, «el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atri-
bución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las comunida-
des autónomas, de acuerdo con ellas»), los recogidos en los arts. 148.1.16 
y 149.1.28 C.E. Preceptos que, respectivamente, asignan a la competencia 	180 
de las comunidades autónomas, según lo dispuesto en sus estatutos de 
autonomía, el «patrimonio monumental de interés de la comunidad au-
tónoma», en tanto que como competencia exclusiva del Estado se con-
signa la «defensa del patrimonio cultural, archivístico y monumental es-
pañol contra la exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos 
de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las comuni-
dades autónomas». 
Pues bien, el entendimiento que la LPHE plasmó del ámbito compe-
tencial del Estado puede sintetizarse así: a) el Estado devenía competente 
para dictar una ley general en materia de patrimonio histórico; una ley 
que, sin perjuicio de su desarrollo o complemento por las comunidades 
autónomas, diseriara el régimen jurídico, en sus trazos básicos o defini-
torios, de dicho patrimonio; b) el grueso de las competencias ejecutivas 
se entregaba a las comunidades autónomas (art. 6 a) LPHE), salvo que la 
intervención de la Administración del Estado fuera requerida de modo 
expreso por la propia LPHE o resultara necesaria para la defensa frente a 
la exportación ilícita y la expoliación, o se tratara de bienes adscritos a 
servicios públicos gestionados por la Administración del Estado o que 
formen parte del Patrimonio nacional (art. 6 b) LPHE). 
Uno de los supuestos en que la LPHE reclamaba la intervención (eje-
cutiva) de la Administración del Estado era, justamente, a la hora de pro-
ceder a la declaración de Bien de Interés Cultural, la más importante de 
las categorías de protección previstas en la LPHE (arts. 1.3 y 9.1), en la 
medida en que, sin perjuicio de la incoación y tramitación de los opor-
tunos expedientes por las correspondientes comunidades autónomas, 
aquella declaración debía efectuarse por real decreto del Gobierno de la 
Nación. Competencia que la Sentencia del Tribunal Constitucional 
17/1991, de 31 de enero (fundamento jurídico 10 °) restringió notable-
mente, al constreñir la potestad de declaración a los supuestos nomina-
tim en el art. 6 b) LPHE, esto es, cuando se tratara de bienes del Patrimo-
nio histórico espariol adscritos a servicios públicos gestionados por la 
Administración del Estado o pertenecientes al Patrimonio nacional, de 
suerte que en todos los demás casos las comunidades autónomas, en vir-
tud de lo dispuesto en sus estatutos de autonomía, devenían apoderados 
no sólo para incoar y tramitar los expedientes de declaración sino tam-
bién para dictar las oportunas resoluciones. 
El referido pronunciamiento constitucional (típica sentencia inter-
pretativa de rechazo.., de los recursos de inconstitucionalidad inter-
puestos) abrió así paso en materia de Patrimonio histórico al más 
amplio ejercicio de las potestades legislativas autonómicas. Unas po-
testades que, sin perjuicio de las competencias exclusivas del Estado 
sobre exportación y expoliación (concepto este último definido en el 
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	 art. 4 LPHE, avalado por la citada STC 1 7/1 9 91 como título habilitante 
de la competencia legislativa del Estado, y fundamento de la regula-
ción incorporada al art. 57 bis del Real decreto 111/1986, de 10 de 
enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, según redacción in-
troducida por el Real decreto 64/1994, de 21 de enero, de modifica-
ción de aquél), así como sobre museos, archivos y bibliotecas de ti-
tularidad estatal (con el alcance en este caso de lo dispuesto en la STC 
103/1988), ha encontrado su traducción en el dictado de una serie de 
leyes autonómicas de carácter general, y cuya imbricación en el orde-
namiento estatal de los bienes históricos no siempre es de fácil inte-
lección. Leyes de las que en este momento, y por orden cronológico 
de aparición, conviene dejar constancia: 
Ley 4/1990, de 30 de mayo, del Patrimonio histórico de Castilla-
La Mancha. 
Ley 7/1990, de 3 de julio, del Patrimonio cultural vasco. 
Ley 1/1991, de 3 de julio, del Patrimonio histórico de Andalucía. 
Ley 9/1993, de 30 de septiembre, del Patrimonio cultural catalán. 
Ley 8/1995, de 30 de octubre, del Patrimonio cultural de Galicia. 
Ley 4/1998, de 11 de junio, del Patrimonio cultural valenciano. 
Ley 10/1998, de 9 de julio, de Patrimonio histórico de la Comu- 
nidad de Madrid. 
II Ley 11/1998, de 13 de octubre, de Patrimonio cultural de Canta-
bria. 
Ley 12/1998, de 21 de diciembre, del Patrimonio histórico de las 
Illes Balears. 
Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimonio cultural aragonés. 
Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio histórico de Canarias. 
Ley 2/1999, de 29 de marzo, de Patrimonio histórico y cultural 
de Extremadura. 
2. Estructura y contenido de la ley del patrimonio histórico 
español de 1985 
Expuestas más arriba las razones que impulsaron al legislador de 
1985 a dictar una nueva regulación del hoy llamado Patrimonio histó-
rico, interesa, antes de examinar las líneas maestras de la LPHE, describir 
su estructura y contenido, a fin de llevar a cabo una primera aproxima-
ción al régimen jurídico de los bienes integrantes del Patrimonio histó-
rico espariol. En este sentido, ha de indicarse que la Ley 16/1985, de 25 
de junio, asume buena parte de las técnicas de protección ensayadas tra-
dicionalmente en derecho español, erigiéndose en directa recipiendiaria 
de las soluciones del Proyecto de ley de 14 de septiembre de 1981. 182 
En efecto, la LPHE, conocida como Ley Solana, responsable en cuanto 
titular de la cartera de Cultura de la presentación a las Cortes del corres-
pondiente proyecto, adopta una denominación novedosa en derecho es-
pariol, la de «Patrimonio histórico español», prescindiendo así del califi-
cativo «artístico» que había lucido en la hasta entonces vigente Ley de 13 
de mayo de 1933. Cambio de denominación que no obedece al mero 
prurito innovador, sino que es consecuencia, como decía, de la nueva 
concepción que intenta plasmar, una concepción que, tributaria de la 
doctrina italiana de los «bienes culturales», concibe a los bienes inte-
grantes de aquel patrimonio como «el principal testigo de la contribu-
ción histórica de los españoles a la civilización universal y de su capaci-
dad creativa contemporánea», como «riqueza colectiva que contiene las 
expresiones más dignas de aprecio en la aportación histórica de los es-
pañoles a la cultura universal» (preámbulo LPHE, I y IX). Esto es, concibe 
el Patrimonio histórico español, no ya como un conjunto exquisito de 
creaciones artísticas, sino como el resultado de la evolución de la cultura 
espariola en su evolución histórica, evolución que ha ido desgranando 
una serie de testimonios materiales expresivos de la radical dimensión 
de historicidad del ser humano. 
Pues bien, la referida concepción de la LPHE intenta plasmarse nor-
mativamente a lo largo de 78 artículos estructurados en un título preli-
minar y nueve títulos, a los que han de añadirse 8 disposiciones adicio-
nales, 8 transitorias, una disposición final y una disposición derogatoria, 
amén de un preámbulo en el que se condensan las ideas cardinales de la 
ley. 
En el título preliminar (arts. 1 a 8) se contienen las llamadas «dis-
posiciones generales», en las cuales se definen el objeto de las compe-
tencias de la Administración del Estado y se enumeran los organismos 
consultivos y de asesoramiento de la Administración pública del Patri-
monio histórico; se exponen los conceptos, ciertamente nucleares en el 
entramado de la ley, de «expoliación» y «exportación»; se señala qué ha 
de entenderse por organismos competentes a los efectos de ejecución de 
la LPHE; se fijan los deberes y las competencias de los ayuntamientos en 
la protección de los bienes que integran el Patrimonio histórico y, final-
mente, se dibujan los deberes y las facultades de los ciudadanos en la la-
bor de preservación de la integridad de aquel patrimonio, siendo de des-
tacar en este sentido la consagración de la llamada acción pública o 
popular como remedio enderezado a implicar a los ciudadanos en la ta-
rea de protección y salvaguardia del Patrimonio histórico español. 
$11 	 El título I LPHE (arts. 9 a 13) se intitula «De la declaración de 
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ción novedosa en el derecho español de los bienes históricos, y aglutina 
a aquellos bienes que, integrados en el genérico Patrimonio histórico es-
pañol, son merecedores de una «singular protección y tutela». De ahí que 
los bienes declarados de interés cultural (noción más restringida y técni-
camente más precisa que la italiana «bienes culturales», no obstante las 
reminiscencias, semánticas y conceptuales, presentes en aquélla) se in-
serten en la más intensa categoría de protección prevista en la LPHE; in-
serción que supone la aplicación de un régimen jurídico de carácter es-
tatutario (común, por lo demás, a todos los bienes que forman parte del 
Patrimonio histórico espariol, aun cuando de una intensidad diferente 
según los supuestos) y que se traduce en la imposición de un conjunto 
de deberes a los propietarios y titulares de derechos sobre estos bienes, 
deberes que, sin embargo, van acompañados de la previsión en favor de 
aquéllos de una serie de medidas (básicamente, de carácter fiscal) confi-
guradas «como fomento al cumplimiento de los deberes, y en compen-
sación a las cargas» impuestas por la ley, en la rigurosa definición del art. 
69.1 LPHE. Como ya se dijo, y luego de la STC 17/1991, la declaración de 
Bien de interés cultural (salvo que se haya efectuado directamente por la 
ley, como ocurre en el supuesto previsto en el art. 40 LPHE) es conse-
cuencia de la previa instrucción y resolución de un expediente adminis-
trativo por parte de la correspondiente comunidad autónoma, declara-
ción seguida de la inscripción del bien en el registro general de bienes de 
interés cultural del art. 12 LPHE. 
. El título II LPHE (arts. 14 a 25) se dedica a la regulación de los 
bienes inmuebles del Patrimonio histórico espariol. Bienes inmuebles 
que podrán ser declarados bienes de interés cultural (art. 14.2) como 
monumentos, conjuntos y sitios históricos, así como zonas arqueológi-
cas. Pues bien, la regulación de los bienes inmuebles constituye una de 
las grandes novedades de la LPHE, por cuanto (y recogiendo las conse-
cuencias derivadas de la experiencia aplicativa de la Ley de 13 de mayo 
de 1933, así como haciéndose eco de las más actuales exigencias de la tu-
tela monumental) el legislador de 1985 ha imbricado la protección de la 
riqueza inmobiliaria de carácter histórico en el marco más amplio y ade-
cuado de las técnicas urbanísticas de protección, especialmente en lo re-
lativo a las agrupaciones o conjuntos de inmuebles (conjuntos y sitios 
históricos, zonas arqueológicas). De este modo, la LPHE ha consagrado 
la necesidad de redactar los correspondientes planes especiales de pro-
tección de los conjuntos y sitios históricos, así como de las zonas ar-
queológicas, declarados bienes de interés cultural. Planes especiales que 
habrán de ser elaborados y aprobados de acuerdo con la normativa ur-
banística, si bien insertando en el trámite de elaboración de los mismos 
(y como exigencia inexcusable de intervención de la Administración del 184 
Patrimonio histórico por razón de protección de los específicos valores 
históricos que están en la base de las oportunas declaraciones) el in-
forme favorable de los órganos competentes para la ejecución de la LPHE 
(art. 20.1). El objetivo perseguido con la implantación de esta técnica de 
protección de los conjuntos monumentales es diáfano: se trata de confi-
gurar a la Administración urbanística municipal como la primera y prin-
cipal responsable de la tutela inmobiliaria, objetivo que a su vez es tri-
butario de la convicción de que los problemas creados por la tutela 
monumental han de enmarcarse y resolverse en la más amplia visión 
que proporciona el urbanismo y la planificación urbanística como mó-
dulos de resolución de las cuestiones atinentes a la ciudad. 
El título III (arts. 26 a 34) tiene por objeto la disciplina de los 
bienes muebles del Patrimonio histórico español, cuestión tradicional-
mente colocada en un segundo plano de las inquietudes y preocupacio-
nes del legislador, dada la mayor relevancia atribuida a la riqueza in-
mueble. El art. 26, primero de los que integran el título III, se refiere a la 
confección del Inventario general de bienes muebles del Patrimonio his-
tórico español, en el cual se incluirán aquellos bienes que, sin alcanzar 
el valor que justifica la declaración de Bien de interés cultural, tengan sin 
embargo singular relevancia. En todo caso, ha de tenerse en cuenta que, 
a diferencia de la categoría de bienes de interés cultural, en la cual po-
drán integrarse tanto bienes muebles como inmuebles, la de bienes del 
Inventario general del art. 26 LPHE sólo alcanza a los muebles, sin duda 
porque el legislador es consciente de la necesidad de establecer una gra-
dación en el nivel de protección de la riqueza mobiliaria, protección 
que, de modo paralelo, se traduce en el establecimiento de diferentes 
cargas y deberes para los propietarios y titulares de derechos sobre los 
mismos, y que es consecuencia, por un lado, de la inviabilidad de confi-
gurar para los bienes muebles un único y uniforme régimen jurídico, y, 
por otro, y en sentido contrario, de la necesidad de disponer de los sufi-
cientes instmmentos que permitan conocer de una manera exhaustiva el 
conjunto de la riqueza mueble, más fácil de ser ocultada y dispersada 
que la inmueble. De este modo, y a través de las dos categorías de pro-
tección previstas y reguladas en la LPHE, la de bienes de interés cultural 
y la de bienes del Inventario general, se pretende lograr el más pleno y 
cabal conocimiento por parte de la Administración y, consecuentemente, 
la más eficaz protección de los bienes muebles que, a tenor del art. 1.2 
LPHE, integran el Patrimonio histórico español. 
En todo caso, ha de repararse en que la consecución de este objetivo 
dependerá de la amplitud de medios personales y materiales de que dis-
ponga la Administración (y no olvidemos que, de acuerdo con la filoso- 
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	fía que inspira la LPHE, concretada, entre otros extremos, en la previsión, 
en el plano organizativo, del Consejo del Patrimonio Histórico Español, 
el art. 26.1 indica que el Inventario general será elaborado por la Admi-
nistración del Estado en colaboración con las demás administraciones 
competentes, si bien en este punto del contenido de la STC 17/1991 pa-
rece desprenderse, como por lo demás confirma la práctica aplicativa de 
las comunidades autónomas que en sus correspondientes leyes han in-
cluido categorías de protección asimilables a la contemplada en el art. 26 
LPHE, que la indicada competencia se inscribe en el ámbito autonó-
mico), así como el grado de cumplimiento de los deberes de los ciuda-
danos a la hora de confeccionar el Inventario general, deberes impuestos 
por el art. 26.2 LPHE. 
Por lo demás, en el título III se regulan las diferentes vicisitudes ati-
nentes a los bienes muebles. Así, se establece la prohibición de que los 
muebles declarados de interés cultural o incluidos en el Inventario ge-
neral en posesión de instituciones eclesiásticas (y la prohibición se hace 
extensiva a todos sus bienes integrantes del Patrimonio histórico español 
durante los diez años siguientes a la entrada en vigor de la LPHE, según 
la transitoria quinta de la ley; plazo prorrogado por otros diez arios, a 
partir de la entrada en vigor de la Ley 42/1994, por la disposición tran-
sitoria primera de esta última) puedan transmitirse por título oneroso o 
gratuito o cederse a particulares o entidades mercantiles, bienes que sólo 
podrán ser enajenados o cedidos al Estado, a entidades de derecho pú-
blico o a otras instituciones eclesiásticas (art. 28.1, heredero del 41 de la 
Ley de 1933). Igualmente, y con independencia de las transmisiones que 
entre sí puedan efectuarse, o de los supuestos de cesión del art. 29 o de 
permuta del 34, las administraciones públicas no podrán enajenar los 
bienes muebles del Patrimonio histórico español de que sean propieta-
rias (art. 28.2). 
Asimismo, los art. 30 y siguientes LPHE regulan la exportación de 
bienes muebles del Patrimonio histórico español, los supuestos y condi-
ciones en que podrá autorizarse la salida temporal de bienes exportables 
(los contemplados en el art. 5 LPHE, esto es, los declarados de interés cul-
tural o expresamente inexportables por decisión administrativa), la im-
portación de bienes interesantes para el Patrimonio histórico español, el 
ejercicio del derecho administrativo de preferente adquisición con oca-
sión de las solicitudes de autorización de exportación y la permuta de 
bienes muebles del Patrimonio histórico español. 
' En el título IV (arts. 35 a 39: «Sobre la protección de los bienes mue-
bles e inmuebles») se contiene un conjunto de prescripciones que apelan 
al que podríamos denominar «núcleo duro» del régimen jurídico del Pa-
trimonio histórico español y de los bienes que lo integran. En efecto, a fin 
de dar cumplimiento al mandato constitucional que emplaza a los pode- 186 
res públicos en la tarea de garantizar la conservación de aquel patrimonio 
(art. 46), así como de lograr la consecución de uno de los objetivos plas-
mados en el art. 1.1 LPHE, el título IV de la ley, marco de referencia inex-
cusable del régimen jurídico del Patrimonio histórico y complemento 
indispensable del conjunto de medidas dispuestas en los precedentes títulos 
II y III, sintetiza la idea matriz de todo ordenamiento protector y tuitivo 
de los bienes históricos, la exigencia de preservar y salvaguardar la inte-
gridad de los valores inherentes a los bienes del Patrimonio histórico es-
pariol, aquellos valores por razón de los cuales se dispone un específico 
régimen de tutela y protección. La idea viene con toda claridad expresada 
en el art. 36.1 LPHE, que prescribe que «los bienes integrantes del Patri-
monio histórico espariol deberán ser conservados, mantenidos y custo-
diados por sus propietarios o, en su caso, por los titulares de derechos 
reales o por los poseedores de tales bienes. Deber de conservación, man-
tenimiento y custodia como núcleo del régimen tuitivo de los bienes his-
tóricos (trasunto del peculiar régimen estatutario de la propiedad histórica), 
que, en el caso de los más relevantes, los declarados de interés cultural y 
los incluidos en el Inventario general, impone que su utilización quede 
«subordinada a que no se pongan en peligro los valores que aconsejan su 
conservación», así como a la exigencia de autorización administrativa de 
todo cambio de uso que en relación con los mismos pretenda efectuarse 
(art. 36.2 LPHE). 
A partir de estas ideas, elementales pero dotadas de virtualidad confi-
guradora del entero régimen jurídico del Patrimonio histórico, adquieren 
pleno encaje sistemático las medidas de protección previstas en el título IV 
LPHE. Así, los planes nacionales de información sobre el Patrimonio his-
tórico español, elaborados y aprobados por el Consejo del Patrimonio 
Histórico Español, uno de cuyos objetivos es precisamente asegurar la pro-
tección de los bienes integrantes del Patrimonio histórico español (art. 
35.1); la actuación de las medidas previstas en los números 3 y 4 del art. 
36 (ejecución subsidiaria, concesión de ayudas con carácter de anticipo 
reintegrable, realización directa por la Administración de las obras nece-
sarias e, incluso, expropiación por causa de interés social) en los supues-
tos de incumplimiento de los deberes de conservación, mantenimiento y 
custodia a que antes nos referíamos; la orden de suspensión de derribo o 
de cualquier clase de obra o intervención en los bienes de interés cultural 
(art. 37.1), orden que puede extenderse incluso al supuesto de bienes aún 
no declarados de interés cultural (art. 37.2); la expropiación de los bien-
es afectados por una declaración de interés cultural cuando los mismos se 
hallen en peligro de destrucción o deterioro, se haga de ellos un uso in-
compatible con sus valores, así como la expropiación de los inmuebles 
que impidan o perturben la contemplación de los bienes afectados por la 
187 
	referida declaración (art. 37.3). 
Y, en otro orden de consideraciones, es de destacar el deber impuesto 
a los poderes públicos de procurar por todos los medios de la técnica 
la conservación, consolidación y mejora de los bienes de interés cultu-
ral y de los incluidos en el Inventario general, a cuyo efecto se impone 
el sometimiento a autorización administrativa de todo tratamiento que 
pretenda realizarse en los mismos (art. 39.1), en el bien entendido de 
que las citadas conservación, consolidación y rehabilitación han de su-
jetarse en todo caso a las condiciones establecidas en el art. 39.2 LPHE 
(precisión respecto de la que pueden citarse dos muestras jurispruden-
ciales: la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 30 de abril 
de 1993, en relación con el Teatro romano de Sagunto, confirmada por 
la de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2000, 
y la de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña de 17 de febrero de 1995, a propósito del acon-
dicionamiento de la calle Mayor de la Vila Vella de Tossa de Mar, Gi-
rona), como igualmente las restauraciones deben realizarse en los tér-
minos a que se refiere el número 3 del art. 39. Finalmente, y aunque 
su ubicación en el título de la ley dedicado a las medidas de protección 
quizá no sea el más adecuado, puesto que la justificación de esta po-
testad ha de localizarse en la idea de incrementar los patrimonios pú-
blicos de los bienes históricos, el art. 38 LPHE habilita a las adminis-
traciones públicas del Patrimonio histórico para que puedan ejercitar 
los derechos de tanteo y retracto con ocasión de las enajenaciones de 
bienes declarados de interés cultural o incluidos en el Inventario gene-
ral del art. 26 LPHE. 
Los títulos V, VI y VII LPHE regulan los llamados «patrimonios es-
peciales», esto es, el arqueológico (arts. 40 a 45), el etnográfico (arts. 46 
y 47) y el documental y bibliográfico, así como los archivos, bibliotecas 
y museos (arts. 48 a 66). Esta regulación en el seno de la Ley de 25 de ju-
nio de 1985 de conjuntos de bienes dotados de caracteres singulares que 
los individualizan como tales conjuntos, y que tradicionalmente se han 
localizado en textos independientes del que de una manera general regía 
el Patrimonio histórico-artístico nacional, esto es, la Ley de 1933 (en 
efecto, la disciplina de los bienes arqueológicos se hallaba en lo sustan-
cial en la Ley de 7 de julio de 1911, sin perjuicio de lo que disponían los 
arts. 37 a 40 de la Ley del 33, en tanto que el llamado Tesoro documen-
tal y bibliográfico hallaba cobijo en la Ley de 21 de junio de 1972), obe-
dece a la nueva concepción que hemos resaltado más arriba y que desde 
una perspectiva sistemática se traduce, como dice el preámbulo LPHE, en 
una nueva definición de dicho patrimonio y en una ampliación notable 
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Por otro lado, ha de repararse en el dato de que los bienes a que se 
refieren los títulos V, VI y VII LPHE tienen una propia y sustantiva deno-
minación que los aglutina («Patrimonio arqueológico», «Patrimonio et-
nográfico», «Patrimonio documental y bibliográfico»), en tanto que el 
núcleo caracterizador de este sector del ordenamiento jurídico, los 
bienes contemplados en los títulos II y III LPHE, eje central de las regula-
ciones tradicionales en este ámbito, son meramente designados como 
«bienes inmuebles» y «bienes muebles».La razón de esta aparente para-
doja se halla en la propia denominación de la ley, llamada, según nos 
consta, del Patrimonio histórico español, denominación que pretende re-
flejar una nueva concepción, superadora de la tradicional visión esteti-
cista o museizante que había inspirado la regulación española, de los 
bienes que han de ser protegidos y transmitidos a las generaciones futu-
ras. Nueva concepción que supone la eliminación del término «artístico» 
como caracterizador de esta rama del ordenamiento jurídico. De ahí que, 
si todos los bienes que integran «la contribución histórica de los espa-
ñoles a la civilización universal» y que son expresión de su «capacidad 
creativa contemporánea» se engloban en la común denominación de 
«Patrimonio histórico» y, de otro lado, si los singulares caracteres que 
concurren en determinados conjuntos orgánicos de bienes permiten in-
dividualizarlos en atención al «interés» o «valor» que en los mismos apa-
rece como prioritario, (el «arqueológico», el «etnográfico», el «documen-
tal o bibliográfico», expresiones todas ellas del genérico valor «histórico» 
que caracteriza a los bienes definidos en el art. 1.2 LPHE), resulta (de ahí 
la paradoja a que antes aludía) que el legislador no encontrara un tér-
mino específico para designar a aquellos bienes que han constituido ob-
jeto tradicional de la atención de este sector, viéndose por ello obligado 
a designarlos con el inespecífico nombre de «bienes inmuebles» y 
«bienes muebles». 
' El título V PHE se dedica a la regulación del Patrimonio arqueológico. 
Sin perjuicio de volver más adelante sobre este tema, ha de consignarse 
en este momento que la gran innovación de la Ley del 85 en punto a este 
patrimonio estriba en la declaración de su art. 40.1, a cuyo tenor, y de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 1 LPHE, «forman parte del Patrimonio 
histórico español los bienes muebles o inmuebles de carácter histórico, 
susceptibles de ser estudiados con metodología arqueológica, hayan sido o no 
extraídos y tanto si se encuentran en la superficie o en el subsuelo, en el mar 
tza 
	
	territorial o en la plataforma continental. Forman parte asimismo de este 
patrimonio los elementos geológicos y paleontológicos relacionados con 
0 	la historia del hombre y sus orígenes y antecedentes». • 	Pues bien, esta nueva concepción del Patrimonio arqueológico, y que 
189 supone la remisión legal a los criterios de la comunidad científica ar- 
queológica, de suerte que se opera en este ámbito una recepción de los 
cánones admitidos en una disciplina no jurídica («susceptibles de ser es-
tudiados con metodología arqueológica»), halla su correlato en el art. 
44.1, según el cual «son bienes de dominio público todos los objetos y 
restos materiales que posean los valores que son propios del Patrimonio 
histórico español y sean descubiertos como consecuencia de excavacio-
nes, remociones de tierra u obras de cualquier índole, o por azar». A su 
vez, esta declaración como bienes de dominio público (no se especifica, 
sin embargo, si del Estado o de las comunidades autónomas, si bien la 
normativa de estas últimas suele coincidir en la atribución del producto 
de lo descubierto a las propias comunidades autónomas: así, por ejem-
plo, art. 53 de la Ley catalana y arts. 64.1 y 65.1 de la Ley de la Comuni-
dad Valenciana) de los hallazgos arqueológicos se traducirá en la ulterior 
determinación de los derechos que, como resultado del descubrimiento, 
recaigan en favor del propietario del terreno en que se produjo aquél. So-
bre estas cuestiones, empero, volveremos más abajo. 
' En el título VI se contempla el llamado «Patrimonio etnográfico», 
del que forman parte (art. 46) «los bienes muebles e inmuebles y los co-
nocimientos y actividades que son o han sido expresión relevante de la 
cultura tradicional del pueblo español en sus aspectos materiales, socia-
les o espirituales». No se contiene, en cambio, en dicho título una disci-
plina específica de este Patrimonio etnográfico, disciplina que ha de lo-
calizarse en los títulos II, III y IV LPHE, reguladores, respectivamente, de 
los bienes inmuebles y muebles del Patrimonio histórico español, así 
como de las medidas de protección de los mismos. 
El título VII se halla dividido en dos capítulos. En el primero se de-
fine y regula el Patrimonio documental y bibliográfico, en tanto que en 
el segundo se contienen las reglas atinentes a archivos, bibliotecas y mu-
seos, centros de depósito que albergan los testimonios que forman el Pa-
trimonio documental y bibliográfico, así, como en general, los bienes 
muebles del Patrimonio histórico español. Por lo que se refiere al Patri-
monio documental y bibliográfico, definido en los arts. 49 y 50 LPHE, ha 
de mencionarse la previsión del art. 51 a propósito de la confección del 
Censo de los bienes integrantes del Patrimonio documental y del Catá-
logo colectivo de los que forman parte del Patrimonio bibliográfico; ins-
trumentos administrativos de conocimiento y catalogación de la riqueza 
documental y bibliográfica, sin perjuicio, como dice el art. 53, de que los 
bienes integrantes de este patrimonio que tengan singular relevancia 
sean incluidos en una sección especial del Inventario general de bienes 
muebles del Patrimonio histórico español. Por lo demás, el régimen sus- 	151 
tantivo del Patrimonio documental y bibliográfico, en lo referente a los 	190 
actos de disposición, exportación e importación de los bienes que lo in-
tegran, ha de localizarse en las disposiciones de la ley (art. 5 y títulos III 
y IV) reguladores con carácter general de los mencionados actos, pre-
viéndose, asimismo, en el art. 57 la consulta de los documentos consti-
tutivos del Patrimonio documental espariol a que se refiere el art. 49.2 
LPHE. 
' El título VIII se intitula «De las medidas de fomento». Como más arri-
ba serialamos, el de los bienes históricos, justamente en atención a la con-
secución de los objetivos constitucional y legalmente establecidos (su pro-
tección, acrecentamiento y transmisión), se configura como un régimen 
extraordinariamente riguroso y exigente; un régimen que se traduce en la 
imposición de una muy variada e importante serie de limitaciones, debe-
res y cargas que tienden a preservar la intangibilidad de los valores por 
razón de los cuales se erige este peculiar régimen de protección. 
Pues bien, la convicción del legislador de que la consecución de los 
objetivos fijados no puede lograrse de una manera eficaz si no es incen-
tivando a los titulares de derechos sobre bienes históricos de cara a lograr 
el más pleno cumplimiento de los deberes legales, ha impulsado a aquél 
a prever un conjunto de medidas orientadas al fomento de dicho cum-
plimiento, medidas que pasan a integrarse en el peculiar régimen jurí-
dico de la propiedad histórica, circunstancia que explica que el art. 69.1 
LPHE hable de aquellas medidas no sólo como fomento al cumpli-
miento de los deberes legales, sino también como «compensación» por 
las cargas legalmente impuestas. Esta es, así, la finalidad de los arts. 67 a 
74 LPHE, preceptos que contemplan una variada gama de medidas de fo-
mento, tales como el acceso preferente al crédito oficial, el llamado uno 
por ciento cultural, diferentes beneficios fiscales (referidos a la Contribu-
ción territorial urbana, hoy, Impuesto sobre bienes inmuebles, Impuesto 
extraordinario sobre el patrimonio de las personas físicas, Impuesto so-
bre la renta y sobre sociedades, Impuesto sobre el valor añadido, exen-
ción de las importaciones), así como, y de modo muy destacado, la po- 
, sibilidad contemplada en el art. 73 LPHE, que prevé (luego de la 
redacción introducida por la disposición adicional décima de la Ley 
30/1994, de 24 de noviembre, de fundaciones y de incentivos fiscales a 
la participación privada en actividades de interés general) que la deuda 
tributaria del Impuesto sobre sucesiones y donaciones, del Impuesto so-
bre el patrimonio, del Impuesto sobre la renta de las personas físicas y 
del Impuesto sobre sociedades pueda realizarse mediante la entrega de 
bienes inscritos en el registro general de bienes de interés cultural o in-
cluidos en el Inventario general, posibilidad contemplada por vez  pri- 
mera en una ley francesa de 1968 (conocida como Ley Malraux, en ho-
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países europeos (Italia, Bélgica). Incentivos fiscales que han de ser com-
pletados con los previstos en la antes citada Ley 30/1994, en particular 
los previstos en sus arts. 59 y siguientes. 
Finalmente, en el título IX LPHE se tipifican las infracciones admi-
nistrativas en materia de Patrimonio histórico y se prevén las correspon-
dientes sanciones. Título que se erige en el cierre del sistema y que se en-
dereza a otorgar a la Administración los necesarios mecanismos correctores 
o represivos de aquellas acciones y omisiones que pongan en peligro o 
que supongan un efectívo atentado a los valores propios de los bienes del 
Patrimonio histórico español; previsión que ha de ser completada con los 
preceptos que el Código penal dedica a la represión de las conductas aten-
tatorias contra el Patrimonio histórico, artístico y cultural. 
3. Los principios inspiradores de la ley del patrimonio 
histórico español 
La nueva concepción del Patrimonio histórico español: 
el régimen estatutario de la propiedad histórica 
A lo largo de las páginas precedentes hemos ido desgranando la es-
tructura y contenido de la Ley de 25 de junio de 1985, labor que nos ha 
permitido adentrarnos en el examen de los objetivos a que este texto le-
gal pretende atender. Hemos comprobado como la básica finalidad de 
proteger y conservar los testimonios materiales en que se manifiesta la 
contribución histórica de los esparioles a la civilización universal y de su 
capacidad creativa contemporánea se aborda a partir de la implantación 
de un régimen tuitivo y protector de la intangibilidad de los valores que 
son propios del Patrimonio histórico español, de los bienes históricos en 
sentido amplio. De un régimen riguroso y exigente, fuertemente restric-
tivo de las facultades de uso y, en ocasiones, de disposición de los titula-
res de derechos sobre los mismos, y que se concreta en el establecimiento 
de un conjunto de limitaciones, deberes y cargas, cuyo cumplimiento, no 
obstante, trata de fomentarse mediante la previsión de una serie de me-
didas de carácter incentivador, que, además, se configuran como «com-
pensación» a las cargas impuestas en la ley. Pues bien, el objetivo de las 
líneas que siguen es el de tratar de articular con un cierto rigor dogmático 
el conjunto de normas establecidas en la LPHE, quicio del ordenamiento 
protector de los bienes históricos, a cuyo efecto nada mejor que reprodu-
cir el contenido de su art. 1: 
« Son objeto de la presente ley la protección, acrecentamiento y trans-
misión a las generaciones futuras del Patrimonio histórico espariol 
Integran el Patrimonio histórico español los inmuebles y objetos mue- 	192 
bles de interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográ-
fico, científico o técnico. También forman parte del mismo el Patrimonio 
documental y bibliográfico, los yacimientos y zonas arqueológicas, así como 
los sitios naturales, jardines y parques, que tengan valor artístico, histó-
rico o antropológico 
Los bienes más relevantes del Patrimonio histórico español deberán 
ser inventariados o declarados de interés cultural en los términos previs-
tos en esta ley». 
La LPHE intenta plasmar, según antes se dijo, una nueva concepción 
del Patrimonio histórico español. Nueva concepción que pretende refle-
jarse en la propia denominación de la ley, de cuyo rótulo ha desapare-
cido el arraigado adjetivo «artístico», ahora sustituido por el de «histó-
rico». Este cambio de denominación pretende superar la ya tópica visión 
esteticista del ordenamiento español (y continental europeo: recuér-
dense, en este sentido, la Ley francesa de 31 de diciembre de 1913, sobre 
monumentos históricos, o la italiana de 1 de junio de 1939, sobre las co-
sas de interés histórico y artístico), a fin de poner de manifiesto que de-
terminados testimonios materiales son protegidos en razón de constituir 
«el principal testigo de la contribución histórica de los españoles a la ci-
vilización universal y de su capacidad creativa contemporánea», de re-
presentar «una riqueza colectiva que contiene las expresiones más dignas 
de aprecio en la aportación histórica de los españoles a la cultura uni-
versal» (preámbulo LPHE, I y IX). 
En suma, se pretende dar cobijo en la Ley del 85, de acuerdo con la 
famosa Declaración I de la italiana Comisión FRANCESCHINI (comisión 
sobre cuyas propuestas se llevó a cabo en Italia la renovación de este sec-
tor del ordenamiento jurídico), a la noción de «bien cultural», entendido 
como todo testimonio material dotado de un valor de civilización («tes-
timonianza materiale avente valore di civiltá»); noción unitaria que pre-
tende superar las visiones sectoriales y parciales características de esta 
rama del ordenamiento (esto es, la existencia de una pluralidad de tex-
tos legislativos reguladores de conjuntos orgánicos de bienes: los de ca-
rácter histórico-artístico, las llamadas «bellezas naturales», los bienes ar-
queológicos, los bienes ambientales de carácter urbanístico,...), y que, en 
definitiva, sintetiza en una noción jurídica el tratamiento de todos aque-
llos bienes de los que puede predicarse el ser testimonio o expresión del 
devenir histórico del hombre a lo largo del tiempo. De ahí que el carác-
ter verdaderamente definitorio de esta nueva concepción de los «bienes 
culturales», que intenta plasmar la LPHE, sea el de la radical dimensión 
de «historicidad» de que aparecen revestidos determinados testimonios 
materiales de la cultura y la civilización (razón que explica, por ejemplo, 
la desaparición del requisito de una cierta antigüedad, como ocurría en 
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	el art. 1 de la Ley española de 1933, para considerar a un bien integrante 
del Patrimonio histórico español), y que, sin perjuicio de su apoyo en las 
ideas de «mérito», «valor» o «interés», remite al juicio técnico-valorativo 
de disciplinas científicas ajenas al mundo del derecho. 
Nueva concepción del Patrimonio histórico español que, a su vez, 
corre paralela con la ampliación de su extensión y contenido, hasta el 
punto de configurar a la LPHE como el verdadero código unitario de los 
bienes históricos en derecho español. Esta omnicomprensiva definición 
del Patrimonio histórico espariol, que se refleja en el preámbulo LPHE y 
concreta su art. 1.2, no obsta, sin embargo, a la previsión de diferentes 
categorías o niveles de protección, trasunto de la diferente intensidad de 
las medidas de tutela que la ley dispensa al conjunto de bienes inte-
grantes del genérico Patrimonio histórico espariol. Así, en el nivel má-
ximo de protección, se sitúa la categoría de bienes de interés cultural, 
constituida por aquellos bienes que gozarán de «singular protección y 
tutela» y sobre los que se construye el régimen más intenso y caracterís-
tico de cuantos confluyen en la LPHE. Un régimen integrado por un ri-
guroso conjunto de limitaciones y deberes positivos de actuación, en 
cuyo envés se localiza una serie de medidas enderezadas a compensar y 
fomentar el cumplimiento de aquéllas y de éstos, según ya sabemos. 
Por otro lado, y este es uno de los rasgos esenciales de la nueva con-
cepción que luce en la LPHE, traducción del derecho de acceso a la cul-
tura de los arts. 44 y 46 del texto constitucional, sobre los bienes de inte-
rés cultural se monta, fundamentalmente, el derecho de los ciudadanos 
de acceder a su goce y contemplación (básicamente, a través del derecho 
de visita previsto en el art. 13.2 LPHE), en la medida en que (de acuerdo 
con una determinada configuración dogmática que más abajo expondre-
mos) es inherente a estos bienes una dimensión «cultural»(rectius: dicha 
dimensión cultural es predicable, lato sensu, de todos los «bienes cultura-
les», en sentido amplio, si bien aquí, por obvios condicionamientos le-
gales, constriñamos este aspecto a los formalmente declarados bienes de 
interés cultural), dimensión que supone su «natural» puesta a disposi-
ción de los ciudadanos, con el respaldo que, en el caso español, presta su 
cobertura constitucional. 
En segundo lugar, y en el escalón inmediatamente inferior al de los 
bienes de interés cultural, se sitúa como categoría de protección la de los 
bienes incluidos en el Inventario general del art. 26 LPHE. Categoría que 
sólo es de aplicación a los bienes muebles y que se concreta en un régi-
men de protección, igualmente exigente y riguroso, pero de una menor 
intensidad que el previsto para los bienes declarados de interés cultural 
(e, igualmente, de acuerdo con esta menor intensidad e incidencia de las 
potestades administrativas, en un menor acceso a las medidas de fo-
mento establecidas en la ley). En todo caso, la elaboración del Inventa- 194 
rio general se justifica en la necesidad de disponer de un instrumento ad-
ministrativo de conocimiento y control de la riqueza mobiliaria exis-
tente, necesidad que en el caso de los bienes muebles es más apremiante, 
por obvias razones, que en el supuesto de los bienes inmuebles. 
Finalmente, y en orden descendente, se sitúa la más genérica catego-
ría de protección contemplada en la LPHE, aquella que justamente da 
nombre a la propia ley y que, como dice el preámbulo, está constituida 
por «todos aquellos bienes de valor histórico, artístico, científico o téc-
nico que conforman la aportación de Esparia a la cultura universal». Esto 
es, el conjunto de bienes que, a tenor del art. 1.2 LPHE, integran el Patri-
monio histórico español y no han sido declarados de interés cultural o 
incluidos en el Inventario general del art. 26 LPHE (art. 1.3). Ámbito ob-
jetivo de aplicación de la ley que constituye el necesario sustrato o so-
porte sobre el cual operan las eventuales declaraciones de interés cultu-
ral o las resoluciones de inclusión en el citado inventario. 
' Pues bien, la consecución de los objetivos de la LPHE (la protección, 
el acrecentamiento y la transmisión del Patrimonio histórico espariol) se 
concreta en el establecimiento, en función, en todo caso, de la diferente 
intensidad anudada a las distintas categorías legales de protección, de un 
peculiar régimen jurídico de la propiedad histórica, y que supone la con-
sagración de un conjunto de limitaciones y de deberes positivos de ac-
tuación por parte de los propietarios y titulares de derechos que recaen 
sobre estos bienes; régimen enderezado al mantenimiento y preservación 
de los valores (el «interés» a que se refiere el art. 1.2 LPHE) ínsitos en los 
mismos, así como a la más plena realización del acceso por los ciudada-
nos a su contemplación y disfrute, a cuyo efecto, y en tanto que técnicas 
de fomento e incentivo, se prevé una serie de medidas tendentes a com-
pensar a sus propietarios por las cargas impuestas, a fin de hacer posible 
la «valoración» a que alude el preámbulo LPHE, esto es, la conservación, 
el disfrute y el acrecentamiento de los bienes que integran el Patrimonio 
histórico español. 
En todo caso, y en la medida en que estamos en presencia de un ré-
gimen protector y tuitivo de la riqueza histórica, es claro que el aspecto 
que de una manera más intensa ha de ser destacado es el referido a las 
limitaciones y restricciones que los propietarios y titulares de derechos 
sobre este tipo de bienes han de soportar, y que viene así a derogar o ex-
cepcionar el común régimen de libertad de uso y disposición que luce en 
el texto del art. 348 del Código civil. 
En efecto, y por ofrecer una muestra significativa, los propietarios, ti-
tulares de derechos reales y poseedores de bienes declarados de interés 
cultural están obligados a permitir y facilitar su inspección por parte de 
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	los organismos competentes, su estudio a los investigadores, previa soli- 
citud razonada de éstos, y su visita pública al menor cuatro días al mes, 
en días y horas previamente señalados. El cumplimiento de esta última 
obligación podrá ser dispensado total o parcialmente por la Administra-
ción cuando medie causa justificada o ser sustituida por el depósito del 
bien, cuando se trate de bienes muebles (art. 13.2 LPHE). Un régimen si-
milar se prevé para el caso de los bienes muebles incluidos en el Inven-
tario general (art. 26.6 LPHE), así como en relación con los bienes del Pa-
trimonio documental y bibliográfico (art. 52.3 LPHE). 
Asimismo, de tratarse de bienes inmuebles, entran en juego las pres-
cripciones contenidas en el título II LPHE, tales como la prohibición de 
separar aquéllos de su entorno, la necesidad de obtener autorización ad-
ministrativa para realizar cualquier obra interior o exterior que afecte di-
rectamente al inmueble o a cualquiera de sus partes integrantes o perte-
nencias, la imposibilidad de demoler un edificio declarado en ruina si 
no es mediante la correspondiente autorización administrativa, o la ne-
cesidad de obtener esta misma autorización cuando se trate de realizar, 
por razón de fuerza mayor, obras de existir urgencia y peligro inminente 
de derribo (arts. 18, 19 y 24 LPHE). 
En todo caso, y como genérico marco de referencia, en el título IV LPHE 
se establece el que más arriba denominamos régimen común de la pro-
piedad histórica, régimen articulado sobre las medidas de protección de 
los bienes muebles e inmuebles del Patrimonio histórico espariol, y que 
se sintetiza en el genérico deber de conservación, mantenimiento y cus-
todia del art. 36.1, así como, más específicamente, y por lo que a los bienes 
de interés cultural se refiere, en la subordinación del uso de los mismos a 
la no puesta en peligro de los valores que aconsejan su conservación, con 
la consiguiente necesidad de obtener autorización administrativa para 
todo cambio de uso pretendido. 
Este conjunto de limitaciones y restricciones que pesan sobre la 
propiedad histórica ha hallado distintas explicaciones de orden dogmá-
tico, explicaciones que han tratado de conjugar la esencia del derecho de 
propiedad privada, en cuanto genérico derecho de goce y disposición, 
con las limitaciones que pesaban sobre los propietarios, y que se justifi-
can, como con reiteración venimos diciendo, en razones de protección y 
conservación de los bienes históricos y, más modernamente, en el ase-
guramiento del acceso a su goce y contemplación por parte de los ciu-
dadanos. 
Así, en un primer momento se acudió a la doctrina de las limitacio-
nes administrativas de la propiedad privada, doctrina que veía en el con-
junto de deberes y limitaciones impuestos a los propietarios una serie de 
restricciones o constricciones del ordinario régimen de uso y disposi-
ción, justificadas por razones de interés público y que en todo caso de- 196 
jaban a salvo la esencia del derecho de propiedad como facultad de libre 
utilización y disposición de los bienes sobre los que recaían. No obs-
tante, esta explicación, una vez que las intervenciones administrativas so-
bre los bienes históricos adquirieron progresivamente una mayor pro-
fundidad y extensión, no daba razón bastante acerca de la verdadera 
naturaleza de los derechos, públicos y privados, que recaían sobre esta 
peculiar propiedad. 
Y, así, poniendo el acento cada vez más en la dimensión objetiva que 
dimanaba de los específicos caracteres de los bienes históricos, aun 
cuando sin olvidar en modo alguno el relevante papel que en todo caso 
corresponde al propietario privado en la consecución de los objetivos de 
tutela y protección pretendidos por el ordenamiento, se dirá que el pro-
pietario privado era una especie de ejerciente privado de funciones pú-
blicas o, bien, un custodio del interés público, resaltándose de este 
modo, cada vez con mayor intensidad, la dimensión de «función» o «in-
terés» público que cumplen estos bienes, por encima de la perspectiva 
subjetiva del titular privado de derechos. Dimensión que alcanzará una 
destacada versión, especialmente en Italia, en la doctrina de los «bienes 
de interés público», categoría intermedia entre los bienes de titularidad 
pública y los de titularidad privada, y que trata de poner de relieve la 
existencia de un tertium genus constituido por bienes de propiedad pri-
vada que, no obstante, ofrecen un destacado interés público, razón por 
la cual los poderes públicos intervienen en su disciplina de una manera 
progresiva e intensa, y que justifica asimismo la especial sujeción o so-
metimiento del propietario privado a los dictados y órdenes de la Admi-
nistración. 
En último término, todas estas explicaciones, que, se insiste en ello, 
acentúan el aspecto o dimensión «objetiva» de la relación propietaria, 
más allá de la estricta perspectiva subjetiva del propietario como titular 
de facultades dominicales, pueden sin dificultad canalizarse mediante la 
llamada concepción estatutaria de la propiedad; concepción que ve en 
ésta no un conjunto monolítico de facultades uniformemente estableci-
das por la legislación civil, sino (en consonancia con el fenómeno de dis-
gregación del contenido unitario de la propiedad o pluralidad de estatu-
tos dominicales o propietarios) una serie de derechos y deberes 
interrelacionados, que el legislador establece en atención a las peculiari-
dades de cada categoría o género de bienes, de acuerdo con el criterio de 
la función social que inspira la delimitación del contenido de la propie-
dad privada (art. 33.1 del texto constitucional). De este modo, incumbe 
al legislador, de acuerdo con las concepciones en cada momento impe-
rantes, la definición del contenido de cada concreto derecho de propie- 
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	dad, la histórica en nuestro caso, de suerte que deviene pertinente el es- 
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	tablecimiento de aquellos deberes y cargas a cuyo cumplimiento puede 
subordinarse el lícito ejercicio de las facultades dominicales. Concepción 
que, por otro lado, sería coherente con el postulado del Estado social de 
derecho y su plasmación en los diferentes cometidos y tareas encomen-
dados a los poderes públicos, aquí, los consagrados en el art. 46 C.E., que 
encomienda a los poderes públicos la tarea de garantizar la conservación 
y promover el enriquecimiento de los bienes que integran el Patrimonio 
histórico español. Explicación que dota de una dimensión, acorde, por 
lo demás, con los postulados constitucionales, adecuada al régimen tui-
tivo y protector de los bienes históricos que plasma la Ley de 1985. 
Concepción estatutaria de la propiedad histórica, pues, que supone la 
inserción de los bienes históricos en un peculiar estatuto o régimen jurí-
dico, en aras de lograr la consecución de los objetivos de protección, acre-
centamiento y transmisión del Patrimonio histórico español. Mas con-
cepción estatutaria que, sin embargo, no supone el último ensayo a la 
hora de definir el contenido de la propiedad histórica, por cuanto, en úl-
timo término, dicha concepción continúa apelando, como elemento de-
terminante, a la titularidad del bien considerado. En este sentido, por 
tanto, ha de traerse a colación la doctrina italiana de los «bienes cultura-
les», que, desde la perspectiva dogmática, supone el intento más serio de 
relativización del momento subjetivo en la relación de la propiedad his-
tórica. 
En efecto, a partir de la conceptuación de los bienes culturales 
como testimonios materiales dotados de un valor de civilización (De-
claración I de la Comisión FRANCESCHINI), Massimo Severo Giannini 
abordará la tarea de construir una noción jurídicamente válida de «bien 
cultural» en cuanto aglutinante de las diferentes regulaciones que en Ita-
lia habían acometido el tratamiento de los vestigios de la cultura (bási-
camente, de los bienes de interés histórico-artístico y de las llamadas be-
llezas naturales, normados en dos leyes de 1939, y de los bienes 
archivísticos, a que se refería un texto de 1963). En este sentido, consi-
derará el autor italiano que determinados bienes o testimonios materia-
les ofrecen naturahter una dimensión cultural, en cuanto expresiones del 
devenir histórico del hombre a lo largo del tiempo. Bienes cuya relevan-
cia cultural, por tanto, es independiente de la existencia de una previa 
declaración administrativa que constate aquel carácter o dimensión cul-
tural, ínsita o inmanente en el propio bien, de suerte que el acto admi-
nistrativo de declaración únicamente alcanzará un valor declarativo y no 
constitutivo de la referida cualidad . Por eso, la noción de «bien cultu-
ral», en cuanto noción que sintetiza el tratamiento jurídico dispensado a 
los testimonios materiales dotados de un valor de civilización, es una 
noción abierta, histórica y dependiente de las valoraciones técnico-valora-
tivas que lleven en cada momento las disciplinas científicas, no jurídicas, 198 
llamadas a pronunciarse acerca del interés o valor que, desde el punto de 
vista de la historia, concurre en los vestigios, testimonios o expresiones 
materiales del pasado. 
Mas, sin duda, y desde una estricta perspectiva jurídica, el aspecto 
más llamativo de la teoría de los «bienes culturales», tal y como fue for-
mulada por Giannini, estriba en la relativización del elemento subjetivo 
o propietario presente en los bienes de que es predicable, en el sentido 
expuesto, su condición o carácter cultural. De este modo, entiende nues-
tro autor que la titularidad, pública o privada, de los bienes es indife-
rente en tanto que bienes culturales. Indiferencia que, naturalmente, es 
más acusada en el caso de los bienes de propiedad privada, pues en és-
tos ha de diferenciarse el sustrato o soporte material sobre el que recaen 
titularidades privadas, del bien cultural en sentido estricto, y concebido 
como bien inmaterial, esto es, la función o dimensión cultural que deter-
minados testimonios están llamados a cumplir, y cuya titularidad co-
rresponde, no al propietario privado, sino al Estado. Apela aquí Giannini 
a la distinción (constatada, por otro lado, en el siglo pasado, por la lú-
cida intuición de Victor Hugo, para quien en todo edificio histórico era 
menester diferenciar su fachada, que correspondía a todos, de uso, pri-
vativo del propietario), de honda raigambre en el pensamiento jurídico, 
entre dominio directo y dominio útil, trasunto de la distinción medieval 
entre «corpus mechanicum» y «corpus mysticum», y que remite a la teoría de 
la propiedad dividida, si bien en un sentido diferente al que el pensa-
miento tradicional le había atribuido, por cuanto la titularidad pública 
del bien cultural como bien inmaterial se explica desde la idea de garan-
tizar el acceso del público al goce y contemplación de estos bienes, esto 
es, desde el aseguramiento de la función cultural que estos bienes están 
llamados a servir, e idea que plasma la LPHE (preámbulo, X). 
En último término, la doctrina de Giannini, doctrina sujeta a un in-
tenso debate, en particular por lo que hace a la refutación de la indife-
rencia que en la caracterización del bien cultural como bien inmaterial y 
público reviste el momento subjetivo o propietario, y de la que su más 
reputado contradictor puede considerarse a Bruno Cavallo, precisamente 
con ocasión del homenaje ofrecido en 1988 al propio Giannini, esta 
doctrina, insistimos, trata de colocar en un primer plano el elemento 
«funcional» que determinados bienes cumplen, en nuestro caso, la voca-
ción cultural de los bienes que forman parte del Patrimonio histórico, 




por los poderes públicos a fin de hacer real y efectivo el derecho consti- 
tucional de acceso a la cultura. 
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El derecho de acceso a la cultura y la Ley del Patrimonio 
histórico español 
Precisamente, y en línea directa con lo apuntado en el último párrafo 
del epígrafe anterior, es como ha de enfocarse teleológicamente el sen-
tido de la regulación contenida en la LPHE. Porque, como dice su pre-
ámbulo, «todas las medidas de protección y fomento que la ley establece 
sólo cobran sentido si, al final, conducen a que un número cada vez ma-
yor de ciudadanos pueda contemplar y disfrutar las obras que son he-
rencia de la capacidad colectiva de un pueblo. Porque en un estado de-
mocrático estos bienes deben estar adecuadamente puestos al servicio de 
la colectividad en el convencimiento de que con su disfrute se facilita el 
acceso a la cultura, y que ésta, en definitiva, es camino seguro hacia la 
bertad de los pueblos» (preámbulo, X). Y ello en la medida en que el Pa-
trimonio histórico espariol «es una riqueza colectiva que contiene las ex-
presiones más dignas de aprecio en la aportación histórica de los 
esparioles a la cultura universal» y cuyo valor viene proporcionado por 
«la estima que, como elemento de identidad cultural, merece a la sensi-
bilidad de los ciudadanos», porque «los bienes que lo integran se han 
convertido en patrimoniales debido exclusivamente a la acción social 
que cumplen, directamente derivada del aprecio con que los mismos 
ciudadanos los han ido revalorizando» (preámbulo, 
Es, por tanto, en cumplimiento del mandato del art. 44, en relación 
con el 46, del texto constitucional, que consagra el derecho de los ciu-
dadanos de acceder al disfrute de la cultura (y pocas dudas pueden al-
bergarse acerca de la radical dimensión cultural de los testimonios que 
se engloban en el Patrimonio histórico español; no otra, en definitiva, es 
la finalidad de la construcción de la teoría de los «bienes culturales»), 
como ha de enfocarse el contenido de aquellos preceptos de la LPHE des-
tinados a hacer posible el goce y la contemplación por los ciudadanos de 
los bienes que integran el Patrimonio histórico español. Preceptos entre 
los que ha de destacarse el art. 13.2 (desarrollado por la disposición adi-
cional cuarta del Reglamento de 10 de enero de 1986), que prescribe el 
derecho de visita pública de los bienes declarados de interés cultural, al 
menos cuatro días al mes, en días y horas previamente señalados, en las 
condiciones de gratuidad reglamentariamente determinadas (gratuidad 
inexcusable, en todo caso, para las personas que acrediten la nacionali-
dad española); como, igualmente, debe ser consignado el derecho de los 
investigadores para acceder a su estudio, derecho que se hace extensivo 
a los bienes incluidos en el Inventario general, según lo que dispone el 
art. 26.6 b) LPHE, y a los que integran el Patrimonio documental y bi-
bliográfico, a tenor del art. 52.3 LPHE; acceso con el que asimismo pre-
tende garantizarse el genérico derecho a la cultura del art. 44 LPHE. 200 
Derecho de visita pública que, por lo demás, constituye un verdadero 
derecho subjetivo de los ciudadanos, que puede hacerse valer ante la ju-
risdicción ordinaria, sin necesidad, por tanto, de previa intermediación 
de la Administración pública competente según los términos del art. 8.2 
LPHE. 
Intermediación administrativa que, sin embargo, es inexcusable 
cuando pretenda hacerse efectivo por cualquier persona el cumplimiento 
de las prescripciones de la ley, en virtud del mecanismo consagrado en 
el citado art. 8.2, que consagra en el ámbito del Patrimonio histórico es-
pariol una verdadera acción pública o popular para exigir ante los órga-
nos administrativos y los tribunales de lo contencioso-administrativo el 
cumplimiento de la LPHE en defensa de los bienes integrantes del Patri-
monio histórico español. Acción pública que, en definitiva, es traduc-
ción del interés de todos los ciudadanos, trasunto del art. 46 de la Cons-
titución, en la preservación de la integridad de dicho patrimonio. 
4. La ordenación urbanistica de los centros históricos 
Una de las novedades de la Ley del Patrimonio histórico español 
de 1985 que han merecido una más favorable acogida trae causa del tra-
tamiento dispensado a los bienes inmuebles de carácter histórico, en 
particular, de las agmpaciones de éstos que, en la dicción del art. 15.3 
LPHE, «forman una unidad de asentamiento, continua o dispersa, con-
dicionada por una estructura física representativa de la evolución de una 
comunidad humana por ser testimonio de su cultura o constituir un va-
lor de uso y disfrute para la colectividad», esto es, de conformidad con la 
tipología consagrada por la LPHE, de los conjuntos históricos. Trata-
miento que se erige, de este modo, en superación del panorama dibu-
jado, al socaire de la Ley del Patrimonio histórico-artístico nacional de 
1933 y su normativa de desarrollo, en especial, el Decreto de 22 de julio 
de 1958, por la jurisprudencia (por todas, y a modo de síntesis, Senten-
cia del Tribunal Supremo de 3 de octubre de 1986), cuyo entendimiento 
de los ordenamientos en presencia (el urbanístico y el atinente a la tu-
tela monumental) y de los órdenes competenciales interesados (el pro-
pio de la Administración municipal, de un lado, y, de otro, el confiado a 
los órganos de Bellas Artes) consagró la prevalencia, con desconoci-
miento, así, de las decisiones plasmadas en los correspondientes instru-
mentos urbanísticos de planificación, de la normativa histórico-artística 
y, por ende, del ejercicio de las competencias confiadas (con anterioridad 
a su transferencia a las comunidades autónomas) a la Administración 
del Estado. Situación que, en palabras de Tomás Ramón Femández, su- 
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	puso el predominio de la Administración más poderosa, la estatal, sobre 
la más débil, la municipal, no obstante disponer ésta de un mecanismo 
de intervención más vigoroso, el plan de urbanismo, expresión de la ra-
cionalidad que debe presidir el diseño y desarrollo de la ciudad, frente a 
la típica orden individual de policía (prohibiciones, autorizaciones) que 
caracterizaba el modo de actuar de la Administración estatal de las Bellas 
Artes. 
Esta superposición o entrecruzamiento, y su correlato, aun paradójico, 
de mutuo desconocimiento, de los aludidos órdenes normativos y com-
petenciales, halló su punto de inflexión en el texto de los arts. 20 y 21 LPHE 
(en sentido idéntico, la normativa autonómica dictada en materia de 
Patrimonio histórico: art. 12 de la Ley de Castilla-La Mancha 4/1990; art. 
28.2 de la Ley vasca 7/1990; art. 32 de la Ley de Andalucía 1/1991; art. 33 
de la Ley catalana 9/1993; arts. 45 a 47 de la Ley de Galicia 8/1995, entre 
otros preceptos autonómicos), cuya ratio aparece inspirada en el designio 
de encomendar a las técnicas urbanísticas de protección, en concreto, 
las articuladas sobre el binomio Plan especial-Catálogos, la tutela de las 
agrupaciones de inmuebles (o unidades de población que reúnan las ca-
racterísticas consignadas en el art. 15.3 LPHE) declaradas conjuntos his-
tóricos como bienes de interés cultural. Esta imbricación de la tutela mo-
numental en el entramado urbanístico, cuya gestión compete, de ordinario, 
a los ayuntamientos, es, justamente, el principio vertebrador de la pro-
tección de la riqueza inmobiliaria de carácter histórico instaurada por la 
LPHE. 
La meritada precisión aboca derechamente a esbozar, siquiera sea 
en términos sintéticos, la dualidad básica sobre que pivota la disciplina 
de la propiedad histórica de carácter inmobiliario. Una disciplina que es 
tributaria del objeto sobre que recae el oportuno régimen (un régimen, 
recordemos, enderezado al servicio de la conservación, acrecentamiento 
y transmisión de los bienes, aquí inmuebles, que integran el ahora sig-
nado como Patrimonio histórico español ex art. 1.2 LPHE), esto es, los 
inmuebles singularmente considerados, y cuya declaración como bienes 
de interés cultural se efectúa bajo el nomen de monumentos históricos ex 
art. 15.1 LPHE, y los conjuntos o agrupaciones de éstos, los conjuntos 
históricos, según la dicción de los arts. 14.2 y 15.1 LPHE. 
Pues bien, y sobre el denominador común de lo prevenido en el art. 
36.1 LPHE, que cifra el estatuto básico de la propiedad histórica en los 
deberes de conservación, mantenimiento y custodia, el régimen de los 
monumentos históricos, régimen transido de la idea de asegurar la inte-
gridad o intangibilidad de los valores que aconsejan su inserción en la 
categoría de bienes de interés cultural, prolonga en lo sustancial el rector 
a la entrada en vigor de la LPHE, en la medida en que entreteje un con-
junto de prohibiciones (inseparabilidad de su entorno, que proscribe 
todo desplazamiento o remoción, salvo puesta en acción, por razones de 202 
fuerza mayor o interés social, del procedimiento a que se contrae el art. 
9 LPHE, id est, el de declaración de Bien de interés cultural: art. 18 LPHE; 
prohibición de colocar publicidad comercial y cualquier clase de cables, 
antes y conducciones aparentes en fachadas y cubiertas: art. 19.3 y dis-
posición transitoria séptima LPHE) y autorizaciones (en cuanto presu-
puesto de la lícita realización de toda obra interior o exterior que afecte 
directamente al inmueble o a cualquiera de sus partes integrantes o per-
tenencias, así como de la colocación en fachadas o en cubiertas de cual-
quier clase de rótulo, señal o símbolo o de la realización de obras en el 
entomo afectado por la declaración: art. 19.1, en relación, por lo que a 
este último supuesto atañe, con el 11.2 LPHE) enderezado a preservar la 
expresada integridad o intangibilidad. 
Más allá del expuesto régimen de los inmuebles singularmente 
considerados objeto de declaración como monumentos históricos, la 
disciplina de las agrupaciones de inmuebles o conjuntos históricos ha 
dejado de estar vertebrada sobre el orden individual de policía emanada 
de las autoridades de Bellas Artes, en tanto que cauce formalizador de las 
intervenciones sujetas a control administrativo y expresión de las prohi-
bidas, para estmcturarse en tomo al instrumento rector por excelencia de 
la racionalidad urbanística, el Plan especial de la zona afectada por la 
pertinente declaración. Un plan cuya obligatoriedad de redacción surge 
para el ayuntamiento en cuyo término se enclava el correspondiente con-
junto tan pronto haya recaído la declaración de éste como Bien de inte-
rés cultural, y cuya elaboración y aprobación se remite a los términos 
prevenidos en la legislación urbanística, sin otra particularidad que la in-
serción, en el procedimiento de emanación, del informe favorable de la 
Administración del Patrimonio histórico, informe que se entenderá emi-
tido por el transcurso de tres meses desde su presentación (art. 20.1 
LPHE). 
' La sujeción de la vida urbanística de los conjuntos históricos a las 
determinaciones del correspondiente Plan especial (cuya esencialidad 
pone de relieve la inexcusabilidad de su obligatoriedad, aun cuando no 
exista un previo planeamiento general o se halle vigente un planeamiento 
contradictorio con la protección) demanda la instauración de las opor-
tunas previsiones enderezadas a impedir que queden desvirtuadas aque-
llas determinaciones por mor del lapso que medie entre la declaración del 
Conjunto como Bien de interés cultural (supuesto que la mera incoación 
del procedimiento de declaración implica la aplicación provisional del ré-
gimen de protección diseñado para los bienes ya declarados: arts. 11 y, por 
lo que se refiere al régimen de licencias y obras por razón de fuerza ma-
yor, 16 LPHE) y la aprobación definitiva del pertinente Plan especial. Unas 
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	previsiones que contemplan tanto el requerimiento de resolución favo- 
rable de la Administración del Patrimonio histórico en orden al otorga-
miento de licencias o a la ejecución de las ya otorgadas en el espacio com-
prendido o afectado por la declaración, como la prohibición (justificada 
en el designio, ya apuntado, de no hipotecar las futuras determinaciones 
del Plan especial) de alineaciones nuevas, alteraciones en la edificabili-
dad (que vale decir congelación de los volúmenes edificatorios existen-
tes), parcelaciones o agregaciones. 
' Así pues, es el Plan especial el instrumento vocado a ordenar la 
conservación y el desarrollo urbanístico del Conjunto histórico, enclave 
inordinado en el seno de la ciudad, cuya imbricación en ésta demanda la 
entrega de la gestión de aquél al ayuntamiento, salva la excepción a que 
más abajo se hará referencia. Esta lógica impone que los arts. 20 y 21 
LPHE (el 22 consigna las especialidades atinentes a los sitios históricos y 
las zonas arqueológicas, especificidades que, ahora y aquí, pueden ser 
soslayadas) se configuren como mero marco delimitador de las previsio-
nes que los concretos planes especiales pueden albergar, constriñendo su 
funcionalidad a la labor de erigirse en soporte de las prescripciones y, 
por ende, prohibiciones que aseguren la identidad del Conjunto, a cuyo 
servicio, justamente, se endereza la declaración de interés cultural. Amén 
de la expuesta, los preceptos indicados despliegan su virtualidad en una 
segunda (por lo demás, inherente a la propia esencia de todo instru-
mento planificador, cuyas determinaciones, excluidas las de ius cogens, 
como tales imperativamente impuestas por la ley, son producto de la 
pertinente habilitación legal) vertiente, a saber, la de erigirse en fuente de 
producción de las oportunas previsiones de planeamiento, las estimadas 
más convenientes en atención a las específicas características de cada 
agrupación de inmuebles considerada. 
La primera de las consignadas dimensiones halla su plasmación 
en los núms. 2 y 3 del art. 21 LPHE, preceptos que consagran la tensión 
que encierra la dicotomía conservación/acrecentamiento (tensión, por lo 
demás, ínsita en el art. 39 LPHE), objetivos del art. 1.2 LPHE y, a su vez, 
presupuesto indispensable del tercero de los objetivos que definen la trí-
ada de finalidades de la legislación histórica, la transmisión a las gene-
raciones futuras del Patrimonio histórico español. 
Una tensión que expresa, por otro lado, la diferente entidad que la 
tutela monumental asume cuando su dispositivo se encamina a la con-
secuencia de los fines de protección de los monumentos históricos, ci-
frados, según antes se dijo, en el aseguramiento de la integridad o in-
tangibilidad de los valores ínsitos a aquéllos, por diferencia de la que 
incorpora de ser un Conjunto histórico el objeto de aquellos fines, pues 
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el mantenimiento de su estructura urbana y arquitectónica, así como de 
las características generales de su ambiente, con mantenimiento, en todo 
caso, de las alineaciones urbanas existentes, tal prescripción no es óbice 
a que el Plan especial pueda permitir, excepcionalmente, remodelacio-
nes urbanas, de suponer éstas una mejora de las relaciones del Conjunto 
con el entorno territorial o urbano o enderezarse a evitar los usos de-
gradantes para el Conjunto. De modo paralelo, la preservación de la es-
tructura o de las características del Conjunto no se alza como obstáculo 
insalvable a la eventualidad de las sustituciones, aun con carácter ex-
cepcional, de inmuebles del Conjunto, sean totales o parciales, sustitu-
ciones que podrán llevarse a cabo en la medida en que contribuyan a la 
conservación general del carácter de aquél. 
El diseño de los arts. 20 y 21 LPHE como marco de referencia de 
las determinaciones de los planos especiales de protección de los con-
juntos históricos y, por ende, como fuente habilitante de producción de 
las previsiones que aquéllos pueden contener, halla su concreta expre-
sión en la miríada de extremos a que pueden atender en su encomienda 
de proveer al desarrollo urbanístico de los espacios considerados, extre-
mos que, en síntesis, son los siguientes: 
• Fijación del orden prioritario de instalación en los edificios y espa-
cios aptos de todos los usos públicos susceptibles de ser alojados en los 
mismos. Instalación que, obviamente, habrá de ser procurada en virtud 
de las oportunas técnicas (expropiación, venta, arrendamiento). 
• Previsión de las posibles áreas de rehabilitación integrada que per-
mitan la recuperación del área residencial y de las actividades económi-
cas adecuadas, previsión que deviene esencial a fin de salir al paso de la 
degradación residencial y económica de los cascos históricos y que ya ha 
encontrado alguna traducción normativa y presupuestaria (así, por ejem-
plo, reales decretos 2.329/1983 y 1.932/1991). 
Establecimiento de los criterios relativos a la conservación de facha-
das y cubiertas e instalaciones sobre las mismas. 
•Catalogación, conforme a la legislación urbanística (art. 93 del Texto 
refundido de 1992; precepto, no obstante, declarado inconstitucional por 
su carácter meramente supletorio por la STC 61/1997; arts. 86 y 87 del Re-
glamento de planeamiento de 1978 y 25 de la Ley del suelo de 1976, en 
vigor con el alcance señalado en la citada sentencia constitucional), de los 
elementos unitarios que integran el Conjunto, tanto inmuebles edifica-
dos como espacios libres, exteriores o interiores, u otras estructuras signi-
ficativas, así como de los componentes naturales, con definición de los 
tipos de intervención posible. En este sentido, proclama el art. 21.1 LPHE, 
a los elementos singulares (id est, dotados de una específica singularidad, 
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ración individualizada como monumentos o jardines históricos; argu-
mento, a contrario: art. 21.4 LPHE) se dispensará una protección integral, con 
fijación para el resto de los elementos, en cada caso, de un nivel adecua-
do de protección. 
La lógica de las relaciones Patrimonio histórico-urbanismo, lógica 
inspirada en el designio de confiar a las técnicas urbanísticas la protec-
ción y tutela del patrimonio inmobiliario de carácter histórico, conduce 
inexorablemente a entregar a los ayuntamientos, encargados de la ela-
boración de los planes especiales de protección de los conjuntos históri-
cos, la gestión ordinaria de aquéllos, gestión que abarca, como específica 
dimensión, el otorgamiento de las licencias en cuya virtud sean autori-
zadas las obras que desarrollen el planeamiento especial, salvo que afec-
ten a inmuebles declarados individual y singularmente monumentos o 
jardines históricos como bienes de interés cultural, o se hallen com-
prendidas en su entomo, en cuyo caso la pertinente competencia se in-
cardina directamente en los órganos de la Administración del Patrimo-
nio histórico. La salvaguarda de las específicas funciones que en materia 
de Patrimonio histórico se asignan a la Administración (hoy, autonó-
mica) encargada de velar por la adecuada ejecución del Plan especial de 
protección queda garantizada mediante la obligación impuesta a los 
ayuntamientos de dar cuenta a aquélla en el plazo de diez días de las li-
cencias otorgadas, comunicación enderezada, en su caso, a la puesta en 
acción de la facultad de ordenar la reconstmcción o demolición con 
cargo a la Administración que hubiera otorgado la oportuna licencia, de 
revelarse ésta contraria a las determinaciones del correspondiente plan 
(art. 21.4, en relación con el 23, LPHE). 
5. Una referencia al patrimonio arqueológico 
La declaración como bienes de dominio público de todos 
los hallazgos arqueológicos 
De acuerdo con el art. 40.1 LPHE forman parte del Patrimonio histó-
rico español como integrantes del llamado Patrimonio arqueológico to-
dos los bienes muebles e inmuebles de carácter histórico «susceptibles de 
ser estudiados con metodología arqueológica», bienes que, por impera-
tivo del art. 44.1, son declarados de dominio público. La LPHE, siguiendo 
en este punto una constante de nuestro derecho, somete a la preceptiva 
autorización administrativa la realización de cualesquiera actividades ten-
dentes al descubrimiento o puesta de manifiesto de restos y hallazgos ar-
queológicos, esto es, de toda excavación o prospección arqueológica (art. 206 
42.1), considerando ilícitas las que se lleven a cabo sin la correspon-
diente autorización o con incumplimiento de los términos de la autori-
zación, así como las obras de remoción de tierra, de demolición o cua-
lesquiera otras realizadas con posterioridad en el lugar donde se haya 
producido un hallazgo no comunicado inmediatamente a la Adminis-
tración (art. 42.3). 
Los descubrimientos casuales: derechos del propietario 
del terreno y del descubridor 
Los hallazgos o descubrimientos de restos arqueológicos pueden 
producirse en virtud de excavaciones arqueológicas, como consecuencia 
de remociones de tierra u obras de cualquier índole o por azar. Si bien 
desde la perspectiva de la atribución de los hallazgos arqueológicos el 
modo de descubrimiento es irrelevante (todos los objetos y restos mate-
riales de carácter arqueológico son, en efecto, bienes de dominio públi-
co), no lo es en cambio en atención a los derechos económicos que se 
otorgan al descubridor y, en su caso, al dueño del terreno. Pues así como 
en el supuesto de descubrimientos que sean consecuencia de excavacio-
nes debidamente autorizadas (la misma conclusión, evidentemente, es 
aplicable a fortiori en el caso de excavaciones no autorizadas o con 
incumplimiento de los términos de la autorización) los descubridores 
no tienen derecho alguno en relación con lo descubierto (art. 42.2 
LPHE), de tratarse de hallazgos casuales (definidos en el art. 41.2), el des-
cubridor y el propietario del lugar en el que se efectuó el descubrimien-
to tienen derecho, en concepto de premio en metálico, a la mitad del 
valor que en tasación legal se atribuya al objeto descubierto, premio que 
se distribuirá entre ellos por partes iguales, manteniéndose igual pro-
porción de ser dos o más los descubridores o propietarios. 
Este sistema de atribución de premios legales, que ofrece un lejano 
parentesco con el establecido en el art. 351, III del Código civil y en la 
Ley de 7 de julio de 1911 (no así, en cambio, con el del art. 40 de la Ley 
de 13 de mayo de 1933, que atribuyó el producto de lo descubierto, 
tanto como consecuencia de excavaciones legalmente autorizadas como 
en el supuesto de hallazgos casuales, al descubridor), puede sin dificul-
tad ser justificado en el caso del descubridor casual, en la medida en que 
se explique por la compensación o reconocimiento pecuniario en favor 
de quien ha recuperado para la posteridad vestigios de un pasado más o 
menos remoto; no así, por el contrario, en el supuesto del propietario, a 
quien el legislador, quizá como reminiscencia de pasadas soluciones le-
gales, ha atribuido un premio inmerecido, pues ninguna participación, 
de no concurrir en el mismo al tiempo la condición de descubridor ca- 
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6. La movilidad del Patrimonio histórico en el ámbito de 
la Unión Europea 
Exportación e importación en la Ley del Patrimonio 
histórico español de 1985 
El mantenimiento en territorio nacional de los bienes históricos 
ha constituido objetivo tradicional de preocupación de los poderes pú-
blicos, en cuanto exigencia de preservación de la integridad de la riqueza 
histórica. De ahí el tono eminentemente restrictivo con que ha aparecido 
contemplada en sus normas rectoras la posibilidad de salida al exterior 
de las obras de arte integrantes del Patrimonio histórico, o histórico-ar-
tístico, nacional. Del mismo modo, pero en sentido inverso, el acrecen-
tamiento de las manifestaciones histórico-artísticas en territorio nacional 
ha impuesto el dictado de una normativa favorecedora de la importación 
de bienes históricos, incentivadora de la entrada de aquéllos, ya con ca-
rácter temporal, ya de manera definitiva. 
La regulación plasmada en la LPHE y en su Reglamento de 1986 res-
ponde a los principios enunciados. Así, de un lado, el régimen de la ex-
portación de bienes históricos (definida en el art. 5.1 LPHE como «la sa-
lida del territorio español de cualquiera de los bienes que integran el 
Patrimonio histórico espariol») se basa en la distinción entre exportación 
definitiva y exportación temporal. Por lo que se refiere a la primera de am-
bas modalidades, la exportación definitiva, los dos vectores de su regula-
ción vienen dados, respectivamente, por la determinación de los bienes 
cuya salida del territorio nacional es factible, y por la exigencia de autori-
zación expresa y previa para que pueda producirse lícitamente la expor-
tación de aquellos bienes. En relación con el primero de los extremos se-
rialados, el art. 5.3 LPHE prohíbe, sin perjuicio de la posibilidad de su 
salida temporal y de su permuta, en los términos de los arts. 31 y 34 LPHE, 
la exportación de los declarados de interés cultural, así como la de aque-
llos otros bienes que, por su pertenencia al Patrimonio histórico español, 
la Administración del Estado declare expresamente inexportables, como 
medida cautelar en tanto se incoa el pertinente procedimiento de inclu-
sión del bien en alguna de las categorías de protección previstas en la Ley, 
esto es, la de bienes de interés cultural y la de bienes del Inventario gene-
ral. En cambio, pueden ser exportados, previa autorización expresa de la 
Administración del Estado, en la forma y condiciones establecidas en los 
arts. 45 y siguientes del Real decreto 111/1986, los bienes de más de cien 
años de antigiledad y, en todo caso, los inscritos en el Inventario general 
del art. 26 LPHE, o que tengan incoado expediente para su inclusión en el 
mismo (art. 45.2 del Real decreto 111/1986), según precisa el art. 5.2 LPHE. 
Por otro lado, el otorgamiento de la autorización para la exportación 
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reglas se fijan en art. 30 LPHE. Tasa cuya teleología estriba en el deseo de 
desincentivar la salida del territorio nacional de los bienes históricos, y 
que, en todo caso, no es de aplicación a las exportaciones con destino a 
la hoy Unión Europea (disposición adicional 2 a .4 del Reglamento de 
1986; en este sentido, ha de tenerse en cuenta que tienen la considera-
ción de exportación la salida del territorio español de los bienes que in-
tegran el Patrimonio histórico español, según declaración del art. 45.1 
del citado Reglamento de 1986, en la redacción dada por el art. tercero.4 
del Real decreto 64/1994), tal y como tuvo ocasión de puntualizar la 
Sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Económica Europea 
de 10 de diciembre de 1968, al interpretar los arts. 9 y 16 del Tratado de 
Roma de 1957. 
A la solicitud del permiso de exportación debe acompañarse la de-
claración del valor del bien objeto de dicha solicitud, que será conside-
rada como oferta de venta irrevocable en favor de la Administración del 
Estado, constituyendo el precio de esta oferta el valor serialado en la de-
claración. De no concederse el permiso de exportación, la Administra-
ción (con carácter preferente la del Estado y, de modo subsidiario, la de 
la Comunidad Autónoma que haya tramitado la solicitud de exporta-
ción) dispondrá de un plazo de seis meses para aceptar la oferta y de un 
ario a partir de la aceptación para efectuar el pago que proceda. El in-
cumplimiento de los referidos plazos supone la caducidad del derecho 
de adquisición en favor de la Administración, reintegrándose a su titular 
en la libre disposición del bien. En todo caso, ha de tenerse en cuenta 
que la denegación de la solicitud de exportación no supone la acepta-
ción de la oferta en que se traduce la declaración del valor del bien, acep-
tación que ha de ser siempre expresa (arts. 33 LPHE y 50 del Reglamento 
de 1986). 
La salida o exportación temporal de bienes integrantes del Patrimo-
nio histórico español se regula en los arts. 31 LPHE y 52 a 57 de su Re-
glamento de 1986. Dadas las características de este supuesto, es com-
prensible la mayor permisividad del legislador a la hora de hacer posible 
la salida al extranjero de los bienes del Patrimonio histórico español. De 
ahí que no sólo los bienes cuya exportación definitiva puede ser autori-
zada sean destinatarios de esta posibilidad de salida temporal, sino que 
igualmente lo sean aquellos otros cuya exportación definitiva resulta 
prohibida, cual acontece con los bienes declarados de interés cultural (o 
que tengan incoado procedimiento de declaración). En todo caso, la sa-
lida temporal se halla sujeta a previa autorización, en la que habrán de 
constar los plazos de permanencia en el exterior, así como las condicio-
nes de retorno y demás garantías, cuyo incumplimiento tiene la consi-
deración de exportación ilícita, constitutiva de infracción administrativa, 
salvo que lo sea de delito, a tenor del art. 76.1 i) LPHE. Por otro lado, y 
según precisa el art. 31.1 LPHE, sobre los bienes objeto de exportación 
temporal no se podrá ejercitar el derecho de preferente adquisición, esto 
es, quedan fuera del ámbito de aplicación del art. 33 LPHE. 
El segundo de los vectores sobre el que se proyecta la circulación 
externa de los bienes históricos es el referido a la importación. La filoso-
fia que inspira su regulación estriba en el favorecimiento de la entrada 
en territorio nacional de las obras de arte, soslayando, una vez sitos en 
nuestro territorio, el régimen ordinario del Patrimonio histórico espa-
ñol, si bien fomentando su permanencia definitiva mediante el otorga-
miento de determinados beneficios fiscales. Así, el art. 32.1 LPHE pres-
cribe que los bienes muebles cuya importación haya sido realizada 
legalmente y esté debidamente documentada, de modo que el bien im-
portado quede plenamente identificado, no pueden ser declarados de in-
terés cultural en un plazo de diez años a contar desde la fecha de su im-
portación. Prescripción de la que resulta la elusión de una de las más 
importantes consecuencias anudadas a la declaración de interés cultural, 
cual la prohibición de su exportación, si bien, y como consigna el art. 54 
bis del Reglamento de 1986 (según versión introducida por el art. ter-
cero.9 del Real decreto 64/1994), la salida temporal de los bienes a que 
se refiere el art. 32 LPHE no interrumpe el plazo de diez años previsto en 
este precepto, de suerte que el tiempo de duración de la salida temporal 
se computa a los efectos de los indicados diez arios. 
A mayor abundamiento, el número 2 del art. 32 LPHE señala que los 
bienes comprendidos en su ámbito de aplicación podrán exportarse (de-
finitivamente) previa licencia de la Administración del Estado, sin que 
pueda ejercitarse, con ocasión de su exportación, derecho alguno de pre-
ferente adquisición respecto de los mismos. En todo caso, transcurrido 
el plazo de permanencia de diez años, los bienes afectados quedarán so-
metidos al régimen general de la LPHE, esto es, pasarán a ser considera-
dos bienes integrantes del Patrimonio histórico español, con plena suje-
ción a las prescripciones de la LPHE y de su reglamento. 
No obstante, y como medida de fomento tendente a adelantar el mo-
mento de la plena incorporación al Patrimonio histórico espariol de los 
bienes importados, el art. 72.2 LPHE dispone la exención de todo tributo 
con ocasión de las importaciones de bienes muebles que sean incluidos 
en el Inventario general o declarados de interés cultural, conforme, res-
pectivamente, a los arts. 26.3 y 32.3 LPHE; precepto este último que per-
mite la declaración de interés cultural de los bienes muebles importados 
si media solicitud en tal sentido por el propietario y la Administración 
del Estado resuelve que el bien en cuestión enriquece el Patrimonio his-
tórico español. A tal efecto, la solicitud presentada por el propietario, en 
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tributaria; deuda que, ha de entenderse, se satisfará de no producirse fi-
nalmente la inclusión en el Inventario general o la declaración de inte-
rés cultural. 
Por otra parte, el art. 34 LPHE contempla un supuesto específico de 
salida (definitiva) al exterior de bienes del Patrimonio histórico espariol. 
En efecto, el citado precepto incorpora un mecanismo enderezado a lo-
grar, desde la perspectiva de la diversidad, el enriquecimiento cualitativo 
de dicho patrimonio, al permitir que el Gobierno de la Nación concierte 
con otros estados la permuta de bienes muebles de titularidad estatal por 
otros de al menos igual valor y significado histórico. De este modo, el ré-
gimen de la permuta aparece como peculiar modulación del entramado 
dispositivo de sus bienes muebles por las administraciones públicas, tal 
y como puntualiza el art. 28.2 LPHE. En todo caso, la posibilidad de la 
permuta resulta condicionada a la emisión de informe favorable de las 
reales academias de la Historia y de Bellas Artes de San Fernando y de la 
Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio 
Histórico Esp añol. 
" Finalmente, ha de aludirse a las consecuencias derivadas de la ilí-
cita salida al exterior de los bienes que integran el Patrimonio histórico 
espariol. Consecuencias rigurosas y graves, ciertamente, en consonancia 
con la trascendencia del hecho que las origina, en tanto que atentatorio 
a la integridad de aquél, y cuyo presupuesto viene representado por: la 
salida del territorio nacional de bienes cuya exportación está prohibida; 
la exportación efectuada sin la pertinente autorización administrativa; y, 
finalmente, el incumplimiento del plazo establecido o de cualesquiera 
otras condiciones en el caso de las exportaciones o salidas temporales. Y 
consecuencias que atarien, de un lado, a la situación jurídica del bien in-
debidamente exportado (o cuyo regreso no se ha producido en el tiempo 
y condiciones previamente fijados), y, de otro, a la vertiente infraccional 
de la salida ilícita. 
Así, en primer lugar, el art. 29.1 LPHE anuda a la exportación de 
bienes integrantes del Patrimonio histórico español sin la autorización 
requerida por el art. 5 (a fortiori, igualmente, la salida de bienes inexpor-
tables) la pérdida de su titularidad por el propietario del bien, que pa-
sará a pertenecer al Estado en calidad de inalienable e imprescriptible, 
encomendándose a la Administración del Estado la realización de los ac-
tos conducentes a lograr la recuperación de los bienes ilegalmente ex-
portados (art. 29.2 y disposición adicional 6 a LPHE, que emplaza al Go-
bierno a negociar en los correspondientes acuerdos, convenios y tratados 
internacionales cláusulas tendentes a reintegrar al territorio español los 
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	bienes culturales exportados ilegalmente). No obstante, el art. 29.3 
LPHE permite que el anterior titular del bien ilícitamente exportado, me-
diante la acreditación de la pérdida o sustración previa del bien, solicite 
del Estado su cesión, obligándose a abonar el importe de los gastos de-
rivados de su recuperación y, en su caso, el reembolso del precio satisfe-
cho por el Estado al adquirente de buena fe, presumiéndose la pérdida o 
sustracción del bien ilegalmente exportado cuando el anterior titular 
fuera una entidad de derecho público. De este modo, la eventual cesión 
a que se refiere el art. 29.3 LPHE modula el régimen de inalienabilidad 
proclamado en el art- 29.1, en precisión que reitera el art. 28.2 LPHE. 
Por otra parte, el incumplimiento de las condiciones fijadas para el 
retorno a Esparia de los bienes cuya exportación temporal haya sido au-
torizada tiene la consideración de exportación ilícita (art. 31.2 LPHE). Sin 
perjuicio de su tipificación como infracción administrativa (art. 76.1 i) 
LPHE), la calificación como «exportación ilícita» de este supuesto con-
duce, a efectos de la determinación de la situación jurídica del bien afec-
tado, a su asimilación a la exportación sin autorización a que se refiere 
el art. 29 LPHE, y, por ende, a la atribución de su titularidad al Estado, en 
calidad de bien inalienable e imprescriptible, y sin perjuicio de la posi-
bilidad contemplada en el art. 29.3 LPHE, a que antes se hizo referencia. 
La segunda de las consecuencias dimanantes de la salida ilícita de 
bienes históricos es de índole sancionatoria. El art. 75.1 LPHE señala que 
la exportación realizada sin la autorización prevista en el art. 5 constituirá 
delito o, en su caso, infracción de contrabando, de conformidad con la 
legislación en esta materia; revistiendo carácter solidario la responsabili-
dad de cuantas personas hubieran intervenido en la exportación del bien, 
así como la de aquellas otras que por su actuación u omisión, dolosa o 
negligente, la hubieren facilitado o hecho posible (segundo inciso del art. 
75.1). El art. 75.2, por su parte, atribuye a la Junta de Calificación, Valo-
ración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español la com-
petencia para fijar el valor de los bienes exportados ilegalmente. 
La circulación de bienes históricos en el derecho 
comunitario europeo 
El derecho comunitario europeo, desde la perspectiva que le es 
propia, ha dejado notar su influencia en el régimen de circulación de los 
bienes históricos de los estados integrantes de la Comunidad Europea o 
Unión Europea. Perspectiva, naturalmente, coherente con los fines y ob-
jetivos hoy fijados en los arts. 2, 3 y 4 del Tratado de 25 de marzo de 
1957 (versión consolidada tras las modificaciones operadas por el Tra-
tado de Amsterdam de 2 de octubre de 1997). 
En este sentido, se afirma que la Comunidad Europea tiene por misión 
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unión económica y monetaria y mediante la realización de las políticas o 
acciones comunes contemplados en los artículos 3 y 4» la consecución de 
los fines u objetivos plasmados en el art. 2 del tratado. Políticas o accio-
nes comunes entre las que figura, precisamente, «la prohibición, entre los 
estados miembros, de derechos de aduana y de restricciones cuantitativas 
a la entrada y salida de las mercancías, así como de cualesquiera otras me-
didas de efecto equivalente» (art. 3.1 a) ), así como la existencia de un 
mercado interior caracterizado por la supresión entre los estados miembros 
de los obstáculos a la libre circulación, entre otros, de mercancías (art. 3.1 
c) ), y cuya concreción ha de buscarse en los arts. 28 a 31, que tipifican 
(capítulo II del título I, «Libre circulación de mercancías», de la tercera par-
te, «Políticas de la Comunidad») los supuestos que en cuanto restriccio-
nes cuantitativas entre los estados miembros devienen prohibidas en aras, 
justamente, de la preconizada libre circulación de mercancías, esto es, las 
restricciones cuantitativas a la importación, así como todas las medidas 
de efecto equivalente (art. 28) y las restricciones cuantitativas a la expor-
tación, así como todas las medidas de efecto equivalente (art. 29). 
No obstante la rotundidad de las mencionadas prohibiciones, el art. 
30 (antiguo art. 36) incorpora la posibilidad de modular las consecuencias 
derivadas de la plena y radical implantación de un sistema de libre circu-
lación de mercancías y, correlativamente, de la total proscripción de res-
tricciones cuantitativas a la exportación. Dice, en efecto, aquel precepto: 
«Las disposiciones de los artículos 28 y 29 no serán obstáculo para las 
prohibiciones o restricciones a la importación, exportación o tránsito jus-
tificadas por razones de orden público, moralidad y seguridad públicas, 
protección de la salud y vida de las personas y animales, preservación de 
los vegetales, protección del patrimonio artístico, histórico o arqueológico na-
cional o protección de la propiedad industrial y comercial. No obstante, 
tales prohibiciones o restricciones no deberán constituir un medio de dis-
criminación arbitraria ni una restricción encubierta del comercio entre los 
estados miembros». 
La razón de ser del precepto transcrito es de fácil intelección. El le-
gislador comunitario, consciente de las peculiaridades que adornan al 
llamado (en la versión española) patrimonio artístico, histórico o ar-
queológico nacional, apodera expresamente a los estados miembros 
para que adopten las medidas necesarias en defensa de la preservación 
o protección del citado patrimonio, configurando, así, un régimen de 
excepción, entre otros, al general de libre circulación de mercancías pro-
clamado en los arts. 28 y 29. De este modo, la perspectiva estrictamente 
económica o comercial, inherente a la Comunidad Europea, da paso a 
consideraciones de índole cultural, justificadoras de la posibilidad de 
imponer prohibiciones o restricciones a la libre exportación de bienes 
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	históricos. 
Fernando López Ramón, si bien por referencia al art. 36, trasunto del 
actual 30, del Tratado de la Comunidad Europea, ha explicado del modo 
siguiente la economía del precepto. Entiende, así, en primer lugar, que las 
«prohibiciones o restricciones» a que el mismo alude no pueden adoptar 
la forma de derechos de aduana o exacciones de efecto equivalente, a que 
se referían, en su versión anterior a la consolidación a que ha dado lugar 
el Tratado de Amsterdam de 1997 (en la actualidad, art. 3.1 a) ), los arts. 
9 y 16 del Tratado de Roma de 1957, que, a diferencia de lo que ocurre 
con el art. 36, en relación con el 34 (actuales arts. 29 y 30), no consien-
ten excepción alguna a su terminante enunciado. Por esta razón, conti-
núa este autor, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Económica Euro-
pea declaró contraria a los citados arts. 9 y 16 la exigencia de la tasa de 
exportación a que se refería la Ley italiana de 1 de junio de 1939 (Sen-
tencia de 10 de diciembre de 1968, cuya doctrina ha incorporado a nues-
tro derecho la disposición adicional 2 a .4 del Reglamento de 1986, al ex-
cluir la tasa prevista en el art. 30 LPHE cuando el destino del bien sea un 
país de la Comunidad Europea. 
En segundo lugar, el lícito establecimiento de restricciones o prohibi-
ciones a la exportación ha de justificarse en razones de protección del Pa-
trimonio artístico, histórico o arqueológico nacional. Quiere decirse que 
las medidas adoptadas han de encontrar cobijo en criterios o parámetros 
de proporcionalidad, esto es, han de ser necesarias y adecuadas para con-
seguir el objetivo que legitima su válida implantación, la protección de 
aquel patrimonio, entendida como la garantía de la preservación y man-
tenimiento en territorio nacional de las expresiones que son testimonio 
de la riqueza o patrimonio nacional en sus manifestaciones artísticas, 
históricas o arqueológicas. 
En tercer lugar, las prohibiciones o restricciones que nos ocupan «no 
deberán constituir un medio de discriminación arbitraria ni una restric-
ción encubierta del comercio entre los estados miembros». Prescripción 
que, a juicio de López Ramón, pretende evitar tanto el establecimiento 
de posiciones jurídicas de ventaja en favor de los nacionales de cara a la 
exportación de bienes históricos, cuanto la proscripción de fines distin-
tos de la mera defensa del patrimonio artístico, histórico o arqueológico. 
En todo caso, el extremo cuya concreción, desde la perspectiva de las me-
didas que válidamente pueden adoptarse por los estados miembros en 
virtud de la habilitación conferida por el art. 36 (hoy, 30), reviste una ma-
yor dificultad es el atinente a la propia amplitud y extensión del objeto de 
protección, a saber, el llamado «patrimonio artístico, histórico o arqueo-
lógico nacional». En particular, se ha suscitado el interrogante tanto acer-
ca del valor de las notas «artístico, histórico o arqueológico», en cuanto cri-
terios delimitadores de la noción de patrimonio (y, consecuentemente, la 
eventual exclusión, como no pertenecientes a la citada noción, de otras no- 214 
tas, cuales las relativas a lo etnográfico, científico, técnico, documental o bi-
bliográfico), cuanto sobre el alcance del calificativo «nacional», a la hora 
de circunscribir el ámbito de protección definido por las prohibiciones o 
restricciones impuestas en aplicación del precepto comunitario, en la me-
dida en que dicho calificativo parece denotar la apelación a bienes de sin-
gular relevancia, si bien plantea la duda, por un lado, de la eventual inclusión 
de bienes de interés no estrictamente nacional o estatal, sino meramente 
regional o local, y, por otro, remite a consideraciones atinentes al lugar de 
producción de este tipo de manifestaciones. 
Pues bien, en esta tesitura se ha considerado que la noción de bien 
cultural, acuñada doctrinalmente y recibida en distintos textos normati-
vos, tanto nacionales como internacionales, y de la que más arriba se dio 
cuenta, puede erigirse en importante criterio hermenéutico a la hora de 
acotar el ámbito de protección aquí discutido. Un ámbito de protección 
que ha de configurarse en términos amplios y generosos, si bien, en todo 
caso, sobre la base de criterios objetivos, que en última instancia remi-
ten a la previsión de medidas procedimentales y organizativas adecuadas 
que permitan constatar la concurrencia de las notas de singularidad e 
importancia en los bienes cuya exportación puede lícitamente ser objeto 
de prohibiciones o restricciones. En definitiva, pues, la preconizada in-
terpretación conduciría a implantar un sistema de listas, aun cuando no 
sean cerradas, sino sujetas a eventuales ampliaciones, con posibilidad in-
cluso de proceder a la adopción de medidas cautelares y provisionales. 
Expuesto el modo como el derecho comunitario originario ha con-
templado la circulación de los bienes históricos, demos ahora cuenta de 
las normas de derecho derivado que se han ocupado del tema en cues-
tión. Éstas son las siguientes: 
Reglamento 3.911/92/CEE, del Consejo, de 9 de diciembre de 1992, 
relativo a la exportación de bienes culturales. En vigor desde el 1 de abril 
de 1993 (art 11). 
Reglamento 752/93/CEE, de la Comisión, de 30 de marzo de 1993, 
relativo a las disposiciones de aplicación del Reglamento 3.911/92/CEE, 
del Consejo, relativo a la exportación de bienes culturales. En vigor 
desde el 1 de abril de 1993 (art. 11). 
Directiva 93/7/CEE, del Consejo, de 15 de marzo de 1993, relativa a 
la restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del 
territorio de un estado miembro. Publicada en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas el 27 de marzo de 1993, su art. 18 prevé que en 
los nueve meses siguientes a su adopción (doce por lo que se refiere al 
Reino de Bélgica, la República Federal de Alemania y el Reino Unido) los 
estados miembros pondrán en vigor las disposiciones necesarias para 
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	dar cumplimiento a lo previsto en la misma. 
Así pues, el hoy art. 30 del Tratado de la Comunidad Europea, los Re-
glamentos de 9 de diciembre de 1992 y de 30 de marzo de 1993 y la Di-
rectiva de 15 de marzo de 1993 constituyen el corpus normativo básico 
del derecho comunitario en materia de circulación de bienes históricos. 
En este sentido, ha de advertirse de que las disposiciones citadas de de-
recho derivado no suponen una regulación directa del régimen de circu-
lación de aquellos bienes, esto es, no suponen un desarrollo normativo 
del referido art. 30, cuyos destinatarios no son las propias instituciones 
comunitarias sino los estados miembros, aunque ciertamente contribu-
yen a enmarcar el ámbito de aplicación del mencionado art. 30 y, en 
consecuencia, a delinear el espacio en cuyo seno los estados miembros 
pueden lícitamente dictar las prohibiciones y restricciones a cuya adop-
ción habilita dicho precepto. 
a) Los Reglamentos de 9 de diciembre de 1992 y de 30 de marzo de 
1993 (normas de alcance general y obligatorias en todos sus elementos 
y directamente aplicables en cada estado miembro: art. 249, II del Tra-
tado de la Comunidad Europea) regulan la exportación de bienes cultu-
rales fuera del territorio aduanero de la Comunidad Europea. El sistema 
dispuesto, estudiado con profundidad y rigor por Luis Martín Rebollo, se 
articula sobre dos vectores. Uno, la supeditación de la exportación de 
bienes culturales al otorgamiento de la preceptiva autorización, que ha 
de emanar de la autoridad competente, en los términos de los dos guio-
nes del art. 2.2 del Reglamento de 1992. Dos, la delimitación del ámbito 
a que se extiende la exigencia de autorización; ámbito configurado en 
torno a la noción de «bien cultural», cuyo concepto, empero, no se pro-
porciona, ofreciéndose, en cambio, una descripción de dicha noción. En 
este sentido, dice el art.1 del Reglamento de 1992, se entenderá por 
«bienes culturales», a los efectos en él previstos, los bienes incluidos en 
la lista que figura en el anexo del citado reglamento. Anexo en el que se 
relacionan hasta catorce grupos o categorías de bienes (punto A), con ex-
presión de los valores mínimos aplicables a determinadas categorías 
(punto B). 
El descrito régimen da pie a constatar algo que formula el preámbulo 
del Reglamento del 92 y reitera su art. 1. A saber, en la medida en que 
este régimen resulta vertebrado sobre la delimitación de los bienes cul-
turales cuya exportación fuera del territorio aduanero de la Comunidad 
Europea está supeditada al otorgamiento de la preceptiva autorización, 
es ajena a los fines del reglamento la definición del «patrimonio artís-
tico, histórico o arqueológico nacional» a que se refería el art. 36 (hoy, 
tras la versión consolidada, 30) del Tratado de la Comunidad Europea. 
Definición que, por tanto, queda imprejuzgada y, en consecuencia, re-
mitida a la competencia de los estados miembros, tal y como ratifica el 
art. 2.4 del propio Reglamento de 1992 cuando seriala que «sin perjuicio 216 
de lo dispuesto en el presente artículo, la exportación directa desde el te-
rritorio aduanero de la Comunidad de bienes con rango de patrimonio 
nacional que posean un valor artístico, histórico o arqueológico y que 
no constituyan bienes culturales en virtud del presente reglamento estará 
sometida a la legislación nacional del estado miembro exportador». 
La autorización de exportación se configura no sólo como un meca-
nismo de control aduanero sino igualmente como instrumento que per-
mite a los estados miembros preservar, en los términos dispuestos por 
las respectivas legislaciones nacionales, su Patrimonio artístico, histórico 
o arqueológico, tal y como previene el párrafo tercero del art. 2.2 del Re-
glamento de 1992, al consignar que la preceptiva autorización puede de-
negarse de estar amparados los bienes culturales cuya exportación se pre-
tenda «por una legislación protectora del patrimonio nacional de valor 
artístico, histórico o arqueológico» en el estado miembro de que se trate. 
De este modo, la normativa comunitaria difiere a las instancias nacio-
nales la valoración acerca de la incidencia que la exportación de bienes 
culturales pueda tener sobre la integridad de sus patrimonios nacionales. 
b) La Directiva 93/7/CEE, del Consejo, de 15 de marzo de 1993, por 
su parte, regula la restitución de bienes culturales que hayan salido de 
forma ilegal del territorio de un estado miembro. Norma de enorme ca-
lado, enderezada a preservar la integridad de los patrimonios nacionales 
mediante el establecimiento, como se dice en su preámbulo, de un sis-
tema comunitario de protección de los bienes culturales. Sistema, en úl-
tima instancia, dispuesto para hacer frente a uno de los más graves aten-
tados contra la preservación de los patrimonios nacionales, la salida 
ilícita de los territorios nacionales de los bienes históricos. 
El sistema instaurado por la directiva se articula sobre tres ejes, a saber: 
la delimitación del ámbito objetivo de aplicación, esto es, de los bienes 
que tienen la consideración de culturales a efectos de la puesta en prácti-
ca de los mecanismos de protección previstos en la directiva; la definición 
del concepto de «salida ilegal», en cuanto presupuesto de la aplicación de 
aquellos mecanismos; y, en tercer lugar, la regulación del procedimiento 
encaminado a lograr la restitución de los bienes culturales ilegalmente ex-
portados. 
En el art. 1 se contiene la definición de los conceptos básicos de la di-
rectiva. Así, en primer lugar, el de «bien cultural», caracterización que, a 
los efectos de la directiva, concurre en todo aquel bien clasificado como in-
tegrante del «patrimonio artístico, histórico o arqueológico nacional», en 
el sentido del art. 36 (hoy, 30) del tratado (clasificación que corresponde 
efectuar a cada estado miembro, según expresamente afirma el preámbu-
lo de la directiva), y, en segundo lugar, pertenezca a alguna de las catego- 
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	rías que figuran en el anexo de la directiva, y que coinciden con las 
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	consignadas en el Reglamento de 9 de diciembre de 1992) o, aun no per- 
teneciendo a alguna de estas categorías, forme parte de colecciones públi-
cas (cuya definición se incorpora al art. 1.1 de la directiva) o de inventa-
rios de instituciones eclesiásticas. De este modo, y al igual que ocurría con 
el Reglamento del 92, la noción que la directiva proporciona de bien cul-
tural lo es exclusivamente a los fines en la misma previstos, esto es, lograr 
la restitución de los indebidamente exportados, sin que, por tanto, dicha 
noción agote el ámbito a que se refiere el art. 36 (ahora, 30) del Tratado 
de la Comunidad Europea. 
En segundo lugar, la «salida ilegal» del territorio de un estado miem-
bro se define sobre la base de la vulneración, en la exportación de un 
bien cultural en el sentido de la directiva, ya de la correspondiente legis-
lación nacional, ya del Reglamento 3.911/92/CEE, que, según se dijo más 
arriba, implantaba el requisito de la preceptiva autorización a fin de con-
siderar lícita la exportación de un bien cultural. 
Finalmente, los arts. 5 y siguientes de la directiva articulan el régimen 
de la acción de restitución, que se estmctura sobre el principio de cola-
boración entre las autoridades de los estados miembros (en particular, 
destaca la previsión en el art. 4 de un sistema de autoridades centrales 
encargadas de facilitar la identificación de los bienes culturales presumi-
blemente exportados de forma ilegal), y orientada a lograr la devolución 
material del bien cultural al territorio del estado miembro requirente, 
cuya legislación será la rectora en cuanto a la determinación de la pro-
piedad del bien una vez efectuada la restitución (art. 12). En todo caso, 
el procedimiento de restitución previsto en la directiva lo es sin perjui-
cio de las acciones civiles o penales de que dispongan, de conformidad 
con la legislación nacional de los estados miembros, el estado requirente 
y/o el propietario del bien cultural ilegalmente exportado (art. 15). 
c) Pues bien, la Directiva 93/7/CEE, del Consejo, de 15 de marzo de 
1993, relativa a la restitución de los bienes culturales que hayan salido de 
forma ilegal del territorio de un estado miembro, ha sido incorporada al 
ordenamiento español mediante la Ley 36/1994, de 23 de diciembre (Bo-
letín Oficial del Estado del siguiente 24), modificada, a su vez, por la Ley 
18/1998, de 15 de junio, de incorporación de la Directiva 96/100/CEE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de febrero de 1997, de modifi-
cación del anexo de la Directiva 93/7/CEE. 
La Ley 36/1994, cuya entrada en vigor se produjo, en ausencia de 
prescripción expresa, a los veinte días de su publicación (art. 2.1 del Có-
digo civil), se aplica a las salidas ilegales producidas a partir del 1 de 
enero de 1993 (disposición transitoria única). Su contenido puede ser 
descrito, en síntesis, del modo que sigue: 
Su art. 1 define el bien cultural a los efectos perseguidos. Definición 
montada (número 1) sobre dos criterios, a saber, su clasificación, ante-
rior o posterior a su salida ilegal del territorio nacional, como «patrimo- 218 
nio artístico, histórico o arqueológico nacional» en el sentido del art. 36 
(hoy, en la versión consolidada, 30) del Tratado de la Comunidad Euro-
pea, y se encuentre incluido en inventarios de instituciones eclesiásticas 
o forme parte de colecciones públicas (según la caracterización del nú-
mero 2 de este art. 1), o, alternativamente, pertenezca a alguna de las ca-
tegorías y alcance los valores reseñados en las letras A y B del art. 1.1. 
Se declara competente para conocer de las demandas oportunas al 
orden jurisdiccional civil (art. 2); demandas que habrán de tramitarse se-
gún lo dispuesto, y sin perjuicio de las especialidades consignadas en la 
ley, en la Ley de enjuiciamiento civil para los juicios verbales (art. 3). 
A los efectos del pertinente proceso, se consideran legitimados de 
modo activo a los estados miembros de la Comunidad Europea de cuyo 
territorio haya salido de forma ilegal el bien cultural (art. 4), en tanto 
que la legitimación pasiva se predica de quienes tuvieran la posesión o 
simple tenencia del bien cuya restitución se reclame (art. 5). 
La acción de restitución prescribe en el plazo de un año (que se 
computa a partir de la entrada en vigor de la ley: disposición transitoria 
única), contado desde que el estado requirente haya tenido conoci-
miento del lugar en que se encontraba el bien cultural y de la identidad 
del poseedor o tenedor (párrafo primero del art. 6.1). En todo caso, 
transcurridos treinta años desde la fecha en que el bien cultural haya sa-
lido del territorio del estado requirente la acción de restitución se consi-
derará prescrita (párrafo segundo del art. 6.2), salvo que se trate de 
bienes pertenecientes a colecciones públicas y bienes eclesiásticos some-
tidos según su legislación nacional a un régimen especial de protección, 
supuesto en el que la acción de restitución prescribirá a los setenta y 
cinco años; o, bien, cuando la acción sea imprescriptible, a tenor de la 
legislación del estado requirente, o se haya establecido, en el marco de 
convenios bilaterales, un plazo de prescripción superior a los consigna-
dos (párrafo tercero del art. 6.1). 
Acción de restitución cuyo ejercicio no será obstáculo para el de cuan-
tas acciones, civiles, penales o de otra naturaleza, reconozcan las legisla-
ciones nacionales de los estados miembros de la Comunidad Europea 
(art. 6.2). 
La admisibilidad de la demanda se supedita al cumplimiento (cuya in-
observancia dará lugar a que el juez, de oficio y sin audiencia de las par-
tes, dicte auto de inadmisión: art. 7.2) de estos requisitos: la aportación 
de un documento en que se describa el bien reclamado y se certifique su 
clasificación como bien cultural; la adjunción de una declaración de las 
autoridades competentes del estado demandante acerca de la salida ilegal 
del bien cultural y de la persistencia de esta circunstancia en el momento 
de la presentación de la demanda (letras a) y b) del art. 7.1). La declara- 
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	ción del carácter ilegal de la salida debe precisar si la ilegalidad denuncia- 
da lo es por infracción de la legislación en materia de Patrimonio históri-
co español o de las disposiciones del Reglamento 3 .911/92/CEE. Asimis-
mo, de tratarse de una expedición temporal realizada legalmente que haya 
devenido en una situación ilegal, la pertinente declaración habrá de pre-
cisar si el incumplimiento lo es de la obligación de devolución, una vez trans-
currido el plazo de ésta, o se refiere a la infracción de alguna de las demás 
condiciones de la expedición temporal (último párrafo del art. 7.1). 
De estimarse la demanda de restitución, la sentencia ordenará la de-
volución material del bien cultural al territorio del estado requirente, y 
otorgará al poseedor una indemnización equitativa de tener el juzgador 
la convicción de que aquél ha actuado siempre con la diligencia y buena 
fe debidas. En ningún caso procederá recurso ordinario contra las sen-
tencias dictadas en estos procesos (art. 8). 
La indemnización del poseedor será satisfecha por el estado requi-
rente en el momento en que sea firme la sentencia de restitución, de-
biendo aquél consignar ante el órgano judicial el importe de dicha in-
demnización, así como el de los gastos ocasionados por la conservación 
del bien reclamado, en cuanto requisitos previos para proceder a la eje-
cución de la correspondiente sentencia. Asimismo, serán sufragados por 
el estado requirente los gastos derivados de la ejecución de la sentencia 
de restitución (art. 9). G 
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